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HISTORIA Y DEFINICIÓN DEL ANALISIS DE POLITICAS


Las familias y los niños son cada vez más un foco de preocupación pública.  Aunque la familia es un baluarte de la privacidad y de la libertad en una sociedad libre.  Sin embargo hace largo tiempo que ha sido afectada por las políticas públicas.  El matrimonio, el divorcio, el apoyo al niño, la propiedad, la educación, la salud pública y los impuestos han estado dentro de los dominios en los cuales las políticas públicas han influido en las relaciones familiares y el bienestar de los miembros de la familia.  Más recientemente, las sociedades que aspiran a una mayor homogeneidad cultural o a garantías más plenas de igualdad de oportunidades también han mostrado mayor interés en la educación, la salud y el desarrollo de la personalidad de los niños.  El reciente aumento en la longevidad ha creado problemas adicionales en el cuidado familiar de los ancianos.  Además, la preocupación creciente por los derechos de la mujer, los niños, los ancianos, los minusvalidos, y los dotados, así también como a debates sobre las políticas públicas que afectan a sus familias.


Paralelo a esta preocupación creciente ha sido el desarrollo de un enfoque general al análisis de políticas públicas que pueden relacionarse ventajosamente con las políticas públicas que pueden relacionarse ventajosamente con las políticas sobre las familias y los niños.  Definiremos este enfoque en términos generales, buscaremos algunos desarrollos tempranos, y luego describiremos el estado presente del análisis de las políticas públicas. Finalmente, concluiremos con una breve afirmación de los rasgos distintivos de los cuatro modelos para análisis de políticas descritos en los capítulos que siguen.

ANALISIS DE POLITICA DEFINIDO


¿Pero qué es el análisis de políticas?  Para comenzar en el nivel más general el análisis de políticas es la aplicación de la razón, la evidencia y un marco de referencia valorativo a las decisiones públicas.  Hay casi tantos enfoques específicos al análisis de políticas como analistas.  Ciertamente, el propósito de este volumen es ilustrar cierto número de estos modelos sistemáticos para el análisis, y hay muchos otros enfoques también.  Sin embargo, la mayoría de los modelos de análisis contienen cuatro componentes esenciales.  Una breve revisión de estos componentes entregará una respuesta más substantiva y concreta a las preguntas planteadas al comienzo de este párrafo.

1) Definición del problema.  Necesitamos conocer cómo las diversas definiciones preexistentes de nuestro problema pueden transformarse en el "problema del analista", el cual es reformulado en términos suficientemente precisos para permitir el análisis.

2)
Criterios para la elección.  Sea que utilicemos "funciones objetivas" de investigación en operaciones o bien criterios éticos sistemáticos como los de la equidad o en análisis de beneficio-costo, debemos formular y usar claramente criterios valorativos para la comparación de resultados de las políticas.

3)
Alternativas, modelos y decisiones.  El análisis de políticas implica comparación entre posibles políticas alternativas.  Las consecuencias que se esperan de estas políticas son comparadas después de ser predichas por modelos de causalidad y son expresadas en términos de los criterios valorativos que previamente hemos especificado.  Sobre la base de los valores o desvalores de las alternativas, luego escogemos entre ellas.  Un modelo de importancia particular es el modelo económico del mercado libre, competitivo, incluyendo posibles desviaciones de este modelo y medios de hacerles frente.  Existen otros numerosos modelos que se alimentan del conocimiento de diversas ciencias naturales y sociales.

4) Factibilidad Política.  El análisis de las perspectivas para poner en acto e implementar una política escogida es un rasgo esencial del proceso analítico más amplio.  Este tópico se nutre tanto de la ciencia política como de la sociología, pero también implica destrezas de profesionales no académicos también como mucha información que es específica a situaciones políticas particulares.

 
Cada uno de estos componentes del análisis de políticas pueden aplicarse a la formulación de casi cualquier política pública, sea un nuevo programa para sostener niños, fondos para un nuevo camino, o una decisión sobre niveles apropiados de hidrocarburos en el aire.  Pero la cuestión que está ahora ante el análisis de políticas como disciplina es ver si la elección de política basada en enfoques sistemáticos y en un marco valorativo (tal como el propuesto aquí) puedo llevar a mejores decisiones y así beneficiar a la sociedad, entonces debería ser abandonado como juguete académico.  El campo, tal como se ha desarrollado, ha reclamado algunos éxitos, pero también ha enfrentado críticas, y el análisis de políticas que afectan a las familias y a los niños plantean problemas particulares para el enfoque dominante que se ha desarrollado  hasta ahora.

COMUNIDADES DE EXPERTOS Y ANALISIS DE POLITICAS PUBLICAS 


La reflexión cuidadosa y experta sobre decisiones públicas de ningún modo es un desarrollo reciente;  sólo es esfuerzo para organizarla como disciplina es reciente. A través de los siglos, los jefes de estado han buscado el consejo de consejeros que consideraban que poseían conocimiento experto.  A medida que el gobierno se fue volviendo  más democrático, los ciudadanos también buscaron tal consejo.  Estos consejeros han incluido sacerdotes, adivinos, y charlatanes, así también como personas que por su conocimiento o experiencia conocían las formas como se formulan y eligen las políticas.  En nuestra sociedad, por ejemplo, los abogados juegan un gran papel como consejeros.  Pero además de los abogados, los que buscan orientación también han recurrido a profesionales y científicos con conocimiento sustantivo especializado de la factibilidad técnica y de los efectos probables de las políticas.  Ingenieros, médicos, planificadores, y cientistas naturales y sociales y sociales han estado entre aquellos que se les ha pedido consejo y que a veces lo han ofrecido voluntariamente.


Estos campos especializados se han desarrollado desde fines del siglo diecinueve.  La ciencia ha llegado a ser cultivada como una carrera, centrándose en investigación publicada compartida por una comunidad de pares en una disciplina.  El conocimiento científico así ha llegado a ser certificado por el consenso de estas comunidades más bien que simplemente por experiencia práctica o por la autoridad de personas eminentes.  Las disciplinas que corresponden a estas comunidades científicas han llegado a dominar las universidades.  Cuando los funcionarios o los ciudadanos han buscado consejo o han entregado credibilidad a los consejeros, los sistemas de prestigio de estas disciplinas a menudo han sido considerados.  Las profesiones prácticas, así también como las disciplinas, a menudo han dado prestigio a aquellos de sus miembros que han contribuido a las comunidades de investigación.


Miembros individuales de estas comunidades científicas han hecho contribuciones valiosas a la formación de políticas públicas, pero la sociedad todavía no ha descubierto a las mejores instituciones para utilizar y seleccionar sus consejos preservando al mismo tiempo las virtudes de la democracia representativa.  A veces los consejeros han sido simplemente confidentes de funcionarios gubernamentales, tales como Frederick Lindermann (más tarde Lord Cherwell), que aconsejó a Sir Winston Churchill durante la Segunda Guerra Mundial.  En otras ocasiones han sido distinguidos científicos que han usado su prestigio para discutir públicamente en pro de una u otra política, sin recibir necesariamente críticas sistemáticas de sus pares profesionales.


Se han reunido expertos en comisiones reales o presidenciales, han testificado ante comités legislativos y tribunales y han sido empleados en cargos fijos de gobierno o han participado como consultores. Instituciones nuevas tales como la "corte de ciencia" (science court) también han sido propuestas en las cuales los expertos presentarían ambos lados de una cuestión técnica sistemáticamente.


En muchos de estos ambientes institucionales, el experto aparece como un individuo ante lejos, recibido debido a su prestigio en alguna especialidad.  Hasta cierto punto, sus colegas especialistas pueden participar en una revisión crítica de este testimonio, pero en realidad los argumentos de los expertos invitados a menudo va más allá de los campos limitados de competencia en los cuales ha ganado su prestigio.  Un ejemplo es el gurú, que se convierte en líder de una amplia variedad de temas, expandiendo su rango de consejos desde materias sobre las cuales los colegas expertos podrían estar de acuerdo hasta valores y especulaciones que son puramente personales.


El valor de este consejo a menudo está relacionado con la prontitud con que está disponible y también con la amplia cobertura de aspectos relevantes de un problema;  a veces las circunstancias impiden las consideraciones lentas, públicas, parciales que pueden proporcionar los colegas especializados.  Gran parte del poder de la ciencia moderna está, sin embargo, en el proceso colectivo por el cual la investigación científica es guiada y se controla su calidad.


Especialmente en el dominio controvertido, cargado de valores e impreciso del análisis de políticas, el juicio colectivo de las contribuciones individuales es tanto más necesario.  Necesitamos estar seguros de que los términos son definidos precisamente, que los principios generales son invocados lógicamente más que aludidos para justificaciones ad hoc, y de que se siguen cánones rigurosos de inferencia empírica.  Necesitamos mostrar claramente cuáles desacuerdos resultan de diferentes premisas de valor y cuáles resultan de visiones diferentes de los hechos.  También necesitamos separar estos argumentos            y empíricos de las cuestiones de la identidad y motivos de los participantes.  Estas son exigencias difíciles que nosotros mismo podemos no cumplir en su totalidad.  Pero estas normas de argumentos pueden sostenerse y la calidad del razonamiento puede mejorarse a través de los procesos de crítica pública dentro de las comunidades de expertos.  Esperamos que este mejoramiento en el raciocinio pueda contribuir, a su vez, en mejores políticas públicas.


El estrecho foco del conocimiento especializado ha llevado a un dilema:  los expertos deben limitar su participación a un estrecha área y manejar así sólo una parte pequeña del problema de políticas de competencia -más allá del área en que su trabajo puede ser examinado por sus pares especialistas.  Este dilema ha llevado a algunos a buscar otro tipo de especialidad en la cual la gama de información que incide en un problema dado puede ser sacada de un solo campo  de expertizaje.  Las profesiones se han movido en esta dirección a medida que las escuelas profesionales han extendido sus preocupaciones más allá del entrenamiento de profesionales individuales;  la medicina, la salud pública, la planificación, la ingeniería, y el derecho, todos hasta cierto grado han tomado de las contribuciones de ciencias básicas particulares y las han combinado en el servicio de recomendaciones prácticas.  Los que hacían estas combinaciones pueden haber tenido que depender del expertizaje más intensivo de especialistas más estrechos;  pero han visto los problemas más como de conjunto.


Los fundamentos del análisis de políticas públicas pueden parecer haber sido echados por el trabajo de diversas profesiones preocupadas por políticas públicas, pero un importante ingrediente que falta ha sido la consideración sistemática de cuestiones generales que se relacionan con muchas clases diferentes de elección de política.  Los aspectos matemáticos y de computación de los modelos generales que relacionan las políticas con sus efectos han sido desarrollados, así en investigación de operaciones y análisis de sistemas.  Pero igualmente importante, los funcionarios públicos y los ciudadanos necesitan poder comparar los méritos de dedicar recursos públicos a una amplia variedad de políticas en términos de criterios generales de valor -salud versus educación versus transporte, por ejemplo.  Lo que necesitamos es un tipo de nuevo y diferente de comunidad experta- si tal comunidad es factible- preocupada de diversas políticas y de los valores dominantes en términos de los cuales estas políticas pueden ser comparadas.


Proponer que tales comunidades de expertos se cultiven -por ejemplo, en la forma de una nueva disciplina de análisis de políticas- enfrenta dificultades tanto en la academia como fuera de ella.  Dentro de las universidades y colegios, tal proposición puede parecer como sustituto de una base híbrida y de mala clase de conocimiento en lugar de un conocimiento basado más profundamente en disciplinas establecidas.  En el sistema político democrático, la proposición también puede parecer que arriesga introyectar  a un nuevo sacerdocio dentro de un sistema político que ya se ha puesto desconfiado de los expertos.  El sólo hacho de sugerir que podría haber expertizaje en el discurso ético del análisis política es invitar acusaciones ya sea de presunción o de usurpación de juicios debidamente reservados para el ciudadano.


Estas cuestiones y argumentos están en la base del análisis de políticas. Sin embargo no podemos aquí hacerle justicia a todos, ya que queremos concentrarnos en la cuestión del control de calidad. Algunas de las cuestiones académicas y políticas han sido discutidas en otros trabajos.

CONTROL DE CALIDAD Y TEORIA


Al buscar una base académica para el análisis de políticas, queremos proporcionar motivaciones para el control de calidad esencial para asegurar un razonamiento rigurosos, inferencias sólidas a partir de la evidencia, uso de las mejores técnicas disponibles, y consideración del trabajo previo.  en cualquier disciplina académica estas cualidades están aseguradas por el sistema de publicación y de informes de investigación que entrega los hallazgos y argumentos al escrutinio público de expertos.  El motivo para publicar implica una contribución a una comunidad de expertos y el esfuerzo por ganar la estima de los colegas expertos a través de esa contribución.  Sin embargo, los análisis de políticas, a menudo son presentados a clientes lejos más bien que a través de publicaciones.  Cuando esto ocurre, se cierra desafortunadamente una oportunidad importante para una crítica experta independiente.  Una base académica para el análisis de políticas, que independiente.  Una base académica para el análisis de políticas, que otorgue premio a los informes publicados, puede ayudar a definir y a poner en vigor normas de razonamiento e inferencia.


Tal base académica se asemejaría a las disciplinas existentes en su estructura, pero no sería idéntica a ninguna de ellas.  Las disciplinas existentes proporcionan motivos para control de calidad;  pero sus definiciones de calidad, relacionadas con sus cuerpos particulares de teoría, no siempre están sintonizados con las necesidades del análisis de políticas.  Ellas recompensan una preocupación por cuestiones teóricas generales, a menudo con exclusión de los específico;  sin embargo, las recomendaciones de políticas son en último término altamente específicas en lugar y tiempo.  Además, las disciplinas alientan a cada investigador a trabajar dentro de los límites de una sola disciplina, mientras que la elección de políticas nos exige combinar las contribuciones de diversas disciplinas existentes, así también como material que no es propiedad de ninguna.  Finalmente, mientras la mayor parte de las disciplinas académicas relevantes desalientan los juicios de valor, la elección de políticas se basa en evaluaciones.  El análisis de políticas, por lo tanto, requiere otro tipo de comunidad de expertos, que poseen normas un tanto diferentes (pero no menos excelencia), que podría llamarse una disciplina aplicada.  El análisis de políticas puede beneficiarse al convertirse en una disciplina aplicada que reuniría contribuciones de diversas disciplinas y profesiones existentes en un campo definido por su propia lógica interna.  La teoría de tal campo tendría alguna semejanza con aquella parte de la economía de bienestar que considera la maximización de las funciones de bienestar social;  sin embargo se extendería para incluir teoría ética sistemática.  Este campo también requeriría alguna familiaridad con los hallazgos de todas las ciencias, en la medida en que inciden en las elecciones relativas a tales  valores generales.  Especificar el contenido de tal campo es obviamente una tarea inmensa.  El campo está realmente en proceso de desarrollo, sin embargo, y un bosquejo de sus primeros desarrollos sugerirá las formas como tal contenido está siendo definido.

EL DESARROLLO DEL CAMPO DEL ANALISIS DE POLÍTICAS PUBLICAS.


El modelo actualmente dominante de análisis de políticas puede ser llamado el modelo económico-decisional.  En términos de los componentes generales de análisis enumerados arriba, este modelo usa como criterio la maximización del bienestar económico de una sociedad, medido en términos de el valor monetario de la producción o la satisfacción de preferencias.  Enfatiza el modelo de un mercado competitivo como medio para satisfacer este criterio.  Las principales alternativas de política consideradas implican intervención en tales mercados para modificar su operación si fuera necesario.  Los efectos de tales intervenciones son evaluados, cuando es posible, con la ayuda de modelos formales para decisión.  Cierto número de métodos característicos de este enfoque son descritos por Stokey y Zeckhauser.  Los componentes más "blandos" de este modelo para análisis, i.e., la definición del problema y la evaluación de la factibilidad política, son incorporados en la enseñanza de las principales escuelas de política  para graduados con la ayuda de disciplinas distintas a la economía y la ciencia de las decisiones, y por la experiencia práctica en ambientes aplicados.  el razonamiento filosófico sobre los valores que hay que buscar no ocupa un lugar importante en este modelo de análisis.


La economía de bienestar aplicada ha sido la principal piedra angular del modelo económico-decisional para el análisis de políticas.  Su contribución más importante ha sido un criterio valorativo respecto a si una inversión o gasta público está justificado (i.e., si su beneficio a la economía excede a su costo).  Por extensión, este criterio puede ser aplicado a la comparación de una política pública con otra.  En principio, los méritos relativos del gasta público en represas, escuelas, salud, policía, y muchos otros tipos de políticas, pueden ser comparados así unos con otros.  En estos términos, la inversión pública en cualquier actividad o programa debiera ser realizada sólo en la medida en que sus beneficios adicionales excedieran sus costos adicionales.


En análisis de beneficio-costo es así un procedimiento para estimar si un política propuesta hará una contribución neta al bienestar de la sociedad y, por lo tanto si vale la pena emprenderla.  En este método el bienestar de la sociedad es medida por el beneficio monetario neto (beneficio menos costo) que producirá la política.  Los beneficios incluyen nuevos bienes producidos y aumentos en la capacidad de ganar;  los costos incluyen recursos retirados del uso en el sector privado, así también como el valor monetario del daño producido por un proyecto.  Los futuros beneficios y costos son descontados típicamente, i.e., pesados  como un valor menor que los presentes beneficios y costos.  Este procedimiento requiere estrecho escrutinio crítico cuando consideramos los efectos de largo plazo de las políticas para niños.  Los valores numéricos de los beneficios y costos habitualmente son estimados en términos de los precios del mercado, especialmente si estos precios reflejan verdadero valor social y no implican subsidios gubernamentales o impuestos.  Incluso para los efectos que no están en el mercado tales como la contaminación, el crimen, y el uso del tiempo, sin embargo, los economistas han hecho estimaciones de su valor monetario o costo.


El criterio básico del análisis beneficio-costo es un beneficio neto, o exceso de beneficios (B) sobre costos (C), de una posible política alternativa relativa a la no intervención o es status que.  Sin embargo, la proporción  beneficio-costo (B/C) a menudo es usada para comparar propuestas de políticas  alternativas.  Este es un criterio derivativo (más bien que el básico o definitorio) pero puede ser usado para jerarquizar políticas posibles  cuando los costos son claramente identificables como porciones de un presupuesto.  Si, en tales situaciones, las políticas propuestas son jerarquizadas en orden decreciente de la proporción B/C, la elección de políticas en este orden maximizará los beneficios netos.


Podemos no estar de acuerdo con las definiciones económicas del beneficio y costos;  pero la auto disciplina intelectual que podemos ganar pensando en estos término, cualquiera sea el sistema ético que podamos usar para definir beneficios y costos, es de gran valor.  La noción economía de beneficios y costos es, de hecho, una ética altamente sistemática que puede usar para elección de políticas.  Para aquellos de nosotros que usaríamos criterios valorativos diferentes de los costos y beneficios económicos, la organización lógica del análisis de beneficio-costo sin embargo constituye un desafío para hacer nuestros propios sistemas de valor igualmente consistentes.  Sea que queremos maximizar el desarrollo humano, combinar la equidad con la eficiencia, o limitar una ética utilizaría mediante derechos humanos o prohibiciones morales contra ciertos actos, una ética sistemática es necesaria si tenemos que recomendar un conjunto de políticas consistente.


El desarrollo práctico del análisis beneficio-costo recibió considerable ímpetu en el área de los recursos de agua.  Luego de la Segunda Guerra Mundial esta rama de la economía aplicada fue considerada y llegó a ser respetable dentro de la disciplina de la economía.  Subyacente al razonamiento del análisis beneficio-costo, y sugiriendo un enfoque general para predecir los efectos de la intervención de políticas en sistemas de acción, ha estado el análisis económico de los mercados competitivos.  Si el gobierno interviene mediante un subsidio, impuesto, o control de precios en bienes particulares, los economistas están preparados para predecir un conjunto  de consecuencias ramificadas para un sistema de mercado.  Cambios ocurrirán en los precios y cantidades de factores de producción requeridos para los bienes en cuestión, así también como para los bienes complementarios o sustitutos.  Las cantidades mediante las cuales estos cambios probablemente ocurran pueden a veces ser estimados a partir de datos del mercado en la forma de elasticidades.  Todas estas clases de predicciones derivan de la microeconomía, que un estado estático de equilibrio de la economía con otro.


Este enfoque económico tiene analogías en nuestra intervención en sistemas políticos y sociales.  Una nueva política interviene típicamente en un sistema de actividad;  uno de los aspectos más difíciles de modelar sus efectos es anticipar los efectos interactivos entre una nueva política y políticas existentes.  Por ejemplo, una política de impuesto a la renta negativo que extiende pagos de "bienestar" al pobre que trabaja puede también automáticamente extender los pagos de Medicaid (ayuda médica) a aquellos receptores y causas así un aumento no deseado en el costo.  Wildavsky caracteriza una interacción creciente de este tipo diciendo que "el espacio de la política .... está densamente apretado".


El análisis del mercado competitivo también ha hecho surgir un tipo particular de criterio valorativo, el de la falla del mercado.  Se ha mostrado que un mercado competitivo ideal produce una clase especial de eficiencia.  Las intervenciones del gobierno pueden justificarse así sólo si las condiciones para tal mercado no se dan (e.g. monopolio, o efectos externos de producción y consumo que escapan al control del mercado), o si deseamos fomentar valores diferentes a la satisfacción eficiente de preferencia, tales como la equidad entre ricos y pobres.  El alejamiento de las condiciones para el mercado perfecto crea un caso prima facie que la intervención gubernamental podría producir mejoras, siempre que esta intervención sea ella misma efectiva.  Esta línea de razonamiento lleva a los analistas a preguntar primero si un mercado competitivo podría producir los efectos deseados, y si no, si alguna corrección de política pudiera aproximar un poco más  tal mercado.  Ha llevado a propuestas tales como los bonos educacionales y las multas a los contaminadores.  Si esta perspectiva se aplica a las políticas que afectan a los niños, podemos preguntar si hay deficiencias en la entrega de servicios (e.g., cuidado diurno) por parte del mercado.


El enfoque general de la economía, que considera a la conducta como guiada por incentivos materiales tales como los precios, también ha sido aplicado en otros dominios,  en el caso del control del crimen, considera los castigos esperados como análogos a los precios;  en educación, lleva a la expectativa que los tests de competencia para estudiantes inducirán a los profesores a enseñar más eficazmente.  En cualquier caso, sin embargo, se necesita investigación empírica para asegurar si el modelo es correcto y, si lo es, en qué grado.


Además de la economía, un segundo componente importante del modelo económico-decisional para análisis ha sido la ciencia de la decisión, investigación de operaciones, o el componente decisional de la ciencia de la administración.  Un texto básico en esta área es Decision Analysis (1968) de Raiffa.  Este enfoque enfatiza que todas las elecciones, inclusive la elección para obtener información, deben ser juzgados en términos de los valores esperados que ellas promueven en relación con sus costos.  En forma general la ciencia de la decisión implica modelos matemáticos tales como aquellos de ecuaciones diferenciales y queing, que predicen el curso temporal de los eventos en cuanto influenciados por las políticas.  Las implicaciones de tales modelos pueden ser mostradas a menudo mediante simulación por computador de los sistemas afectados por las políticas.


La ciencia política y los aspectos orgnizacionales de la ciencia de la administración han sido también partes importantes de los programas de postgrado en análisis de políticas públicas.  Se ha reconocido que necesitamos no sólo calcular beneficios y costos de las políticas sino también examinar si son política o administrativamente factibles.   Expertos en administración, organización y legislación han participado así en el entrenamiento de analistas de políticas trabajando mediante materiales de casos para ilustrar sus generalizaciones.  Otras disciplinas y profesionales han participado en menor grado:  psicología, sociología, ingeniería y salud pública, por ejemplo, a veces han sido parte de programas de instrucción en análisis de políticas públicas o al menos han cooperado con ellos.  La ética ha sido también un componente menor de estos programas.


Una de las primeras escuelas de graduados orientada hacia las política fue la Woodrow Wilson School of Public and International Affairs establecida en la Princeton University poco después de la Segunda Guerra Mundial.  Mucho más tarde, Harvard estableció la John F, Kennedy School of Government en 1966.  La corporación Rand, durante largo tiempo un centro de análisis de políticas, estableció una escuela de graduados en 1970.  Varias univsesidades, inclusive la de Michigan, Minnesota y California (Berkeley), modificaron o reemplazron escuelas de administración pública creando escuelas de graduado en política pública.  La Duke University creó un programa de pregrado y otro a nivel de master, simultáneamente en 1971.  Además, cierto número de becas por la Ford Fooundation en 1971 aceleró el proceso de establecer nuevos programas de entrenamiento.  Hacia el fin de la década, la Alfred P. Sloane Foundation hizo donaciones en apoyo de un número de programas de pregrado en estudios de política  pública, algunos de los cuales le dieron mayor atención a la filosofía y la ética como componentes del campo.


En Octubre de 1979, se celebró en Chicago la primera reunión anual de la Asociación para el Análisis y la Administración de las Política Públicas.  Esta reunión puso en contacto a representantes de escuela de graduados importantes en el campo y enfatizó la necesidad de intercambio y crítica de investigación en el campo.  Periódicos tales como Policy Sciences y Policy Analysis se habían desarrollado durante la década precedente, pero una mayor organización del campo pareció necesaria.  Esta reunión reveló no sólo el grado de consenso sobre el contenido del campo, sino también algunas controversias que quedaban, inclusive la cuestión de qué valores (diferentes a aquellos de la economía aplicada) podrían propiamente ser bases para el análisis de políticas.

Algunos Ejemplos:


Enfoques Económicos a la Política de Ciudadano diurno.


Hasta aquí hemos explicado la necesidad de una comunidad experta en análisis de políticas y hemos seguido el desarrollo del modelo dominante económico-decisional para el análisis.  Para ser más concretos, ahora ilustraremos al análisis de algunas políticas que afectan a los niños y las familias tal como pudieron ser realizadas de acuerdo con este modelo.


Primero seleccionamos como ejemplo las elecciones de políticas relacionadas con el ciudadano diurno, y en particular posibles subsidios gubernamentales para el cuidado de niños preescolares fuera del hogar.  Este problema ilustra muchos rasgos compartidos por otras elecciones  de políticas que afectan a familias y a niños:  (1) la elección  entre acción pública y privada;  (2) evaluación de efectos en los niños;  (3) efectos en la economía al liberar a los padres para que entren en la fuerza de trabajo;  (4) equidad entre maridos y mujeres y entre ricos y pobres, y (5) relaciones intergrupales.  No todos estos puntos son importantes en un análisis económico, pero de todas maneras un análisis económico es instructivo.


En nuestra evaluación de las políticas de ciudadano diurno, estimar los costos de las facilidades y el personal es relativamente sencillo, (excepto el descuento, que no discutiremos aquí). Surgen problemas más difíciles en la estimación de los beneficios.  Un estudio de un proyecto preescolar en Ypsilanti, Michigan, estimó los beneficios del modo siguiente:

1.- 
En comparación con un grupo de control, los alumnos que han asistido al programa preescolar eran menos probables que requirieran educación especial, repetían curso menos a menudo, y requerían menos cuidado institucional más tarde;  la reducción en costo de estos servicios fue considerada como un beneficio.

2.-
Las diferencias en números de años de colegio completados por los grupos experimental y de control fueron convertidos en estimaciones de renta esperada en otra etapa de la vida, contada como beneficio.

3.-
El tiempo libre de los padres y la cantidad de tiempo que podían trabajar o participar en otras actividades debido a que sus niños eran cuidados por el programa, recubupi un valor monetario y fue contado como beneficio.


Además, el dinero dejado de ganar por los alumnos, resultante de continuar su educación en High Shool en lugar de Trabajar por dinero durante ese tiempo, fue contado como costo.  Otra cuenta sistemática de los ingredientes de tal análisis de costo-beneficios ha sido hecho por Halpern (1979).


Un enfoque económico más amplia es tomado por Nelson, (1977).  Comienza estimando el valor de la producción de la "industria" de cuidado de niños, incluyendo la extensa cantidad de cuidado hecho por los padres.  Si este cuidado fuera todo entregado por el mercado, costaría $18 billones al año.  Hace notar que los cambios demográficos han llevado a una expectativa más larga de vida de trabajo potencial para las mujeres después del nacimiento de su tercer hijo, y así la inversión en futuro poder de ganancia ha llegado a ser más racional para las madres.  Por lo tanto, Nelson sugiere que una combinación de productividad aumentada y los posibles beneficios para los niños pueden justificar el apoyo público al cuidado diurno.  El argumento de Nelson como lo hemos resumido no justifica plenamente el pago del gobierno por el cuidado diurno en vez del pago por los padres mismos, porque el argumento a favor del apoyo público puede descansar, en parte, en valores relacionados con la equidad.


Un tercer análisis económico de la política de cuidado diurno paralelo al de Nelson en varios aspectos, es dado por Rivlin (1977).  El la resume numerosos argumentos en pro y en contra del apoyo público al cuidado diurno, muchos de los cuales son cualitativos y no están expresados en términos monetarios.  Para la pregunta particular de si la ciudad de Nueva York se beneficiaría alentando a las madres que reciben bienestar a trabajar, ella destaca que el costo de un centro de cuidad diurno apoyado públicamente para una madre de un solo niño excedería los ahorros de bienestar esperados.  Este es un cálculo de los beneficios y costos desde la perspectiva del gobierno, si no de la sociedad como conjunto.


En resumen, el enfoque económico estima valores monetarios para los beneficios (o ahorros) provenientes de la entrega de cuidado diurno y los compara con los costos estimados.  Cuando este enfoque es aplicado rigurosamente y con exclusión de otros criterios, implica un esfuerzo para juzgar todos los beneficios y costos en términos de su contribución a la satisfacción de preferencias -tomando a las preferencias como fijas- y cuantificadas en términos de precios.

EL ANALISIS DE LA DECISIÓN Y LA EVALUACIÓN DE PROGRAMAS DE SELCCIÓN (Screening)


Otro ingrediente importante del análisis contemporáneo de políticas públicas es la ponderación sistemática de las decisiones.  Donde hay un pequeño número de alternativas discretas, y donde podemos evaluar los posibles resultados que podrían derivarse de cada  en términos de una función de criterio cuantitativo, un método conveniente para sistematizar nuestro razonamiento es un árbol de decisión (decisión tree).  Este enfoque es aplicable, por ejemplo a políticas en que consideramos pasar un test a una población a fin de encontrar miembros que tengan alguna deficiencia que esté sujeta a tratamiento y mejoría.  Considérese como ejemplo un programa para seleccionar adultos para ver si tienen cáncer en el colon.  La figura la muestra un modelo simplificado por el cual podríamos considerar la deseabilidad de tal política.


Comenzamos en el recuadro a mano izquierda o "tenedor de decisión", enfrentado con la elección entre no tener programa de selección (rama superior) y tener un programa de selección (rama inferior).  Nuestra tarea será decidir cuál tiene el menor costo monetario esperado.  Si escogemos la rama superior, encontramos un círculo ("tenedor de la suerte") en el cual uno o dos hechos al azar pueden ocurrir.  Para la rama superior, la probabilidad de la deficiencia es su costo (relativo a la no deficiencia) es C.  Para la inferior, la probabilidad de "no deficiencia" es (l-pd) y su costo relativo es cero.   Así, el costo esperado de la rama superior, por paciente seleccionado es pd C.


Si elegimos el programa de selección, seguimos la rama inferior desde el tenedor de decisión y encontramos una barrera o peaje con el precio Cs, el costo de la prueba de selección pro paciente.  Suponemos que la prueba de selección identifica perfectamente los pacientes con la deficiencia, y así encontramos otro tenedor de decisión con las mismas probabilidades que antes.  Ahora, sin embargo, si se descubre una deficiencia, escogemos tratarla con costo adicional C1 y costo eventual reducido C-V.  La diferencia V es una medida del beneficio a un paciente por el tratamiento.  Así, el costo esperado del programa de selección por paciente es:    Cs + pd (C1 + C-V).

Luego escogemos emprender el programa de selección si su costo esperado por paciente es menor que de no tener el programa de selección, si:

Cs + pd (C1 + C-V) < pdC.

Los términos pC en ambos lados de la desigualdad se cancelan, dejando.


La expresión (3) nos dice que el valor neto del tratamiento por paciente seleccionado,             , debe exceder el costo por paciente seleccionado, pero también muestra que el costo de seleccionar C es extendido a todos los pacientes que son sometidos al test de selección, mientras que los beneficios les llegan sólo a aquellos que son tratados, si formulamos (3) en términos del valor neto del tratamiento, podemos escribir

como la condición para elegir la política de selección.  El valor del tratamiento a un paciente promedio tratado debe por lo tanto exceder el costo del tratamiento C por (          ), el costo de la selección por paciente tratado, si hay que justificar el programa de selección.


Esta línea de razonamiento nos muestra que al considerar una política como la de un programa de selección de infantes, debemos tomar en cuenta no sólo la probabilidad de que se descubra una deficiencia en la población en cuestión, sino también el costo de la selección en relación con esta probabilidad, el costo del tratamiento, y el valor del tratamiento.  Desafortunadamente, las discusiones del programa de selección para infantes no consideró todos estos factores.


En este ejemplo hemos tratado con valores esperados.  Es la estimación de tales valores lo que nos lleva a elegir las técnicas estadísticas más útiles para análisis.  Las técnicas destinadas meramente a probar hipótesis (e.g. Chi-square o análisis de varianza) son mucho menos útiles para la elección de políticas si se las usa meramente para mostrar la probabilidad de que un valor observado pueda ocurrir por azar.  Nuestra misma elección de niveles de probabilidad en los cuales aceptar o rechazar una hipótesis depende del beneficio, el costo, u otros valores éticos que le asignamos a los posibles resultados.  Así, las estadísticas convencionales de investigación pueden ser menos útiles que las estadísticas orientadas a las decisiones, si la elección de políticas es nuestra preocupación principal.

MODELOS DE PRODUCCIÓN E INTERCAMBIO DENTRO DE LAS FAMILIAS


Otra extensión prometedora del razonamiento económico ha tenido lugar a través del desarrollo de la "nueva economía doméstica" y el análisis de la producción familiar;  algunos documentos teóricos ilustrativos son presentados por Becker.  En esta perspectiva nosotros consideramos a la familia participando colectivamente en la producción de "comodidades" tales como  "la calidad de las comidas, la calidad y cantidad de niños, el prestigio, la recreación, la compañía y compañerismo, el amor, el nivel de salud" (Becker 1976).  El tiempo y esfuerzo de los miembros de la familia que reciben beneficios o que son altruistas                 a otro puede intercambiar su tiempo y esfuerzo o compartir dinero o recursos materiales.  Esta teoría ha sido desarrollada en términos matemáticos pero también puede beneficiarse con la investigación que mida algunas de sus variables postuladas pero previamente no medidas (Mcrae, 1978).


Para indicar la importancia potencial de este enfoque para el análisis de la política familiar, simplemente describiremos algunos de los tipos de interacción familiar a los cuales podría aplicarse.


La interacción familiar puede reflejar, o compensar, los efectos del mercado de trabajo y otras influencias externas sobre los miembros individuales.  Implica transferencias de recursos -dinero, tiempo, influencia, información-  desde una familia más afortunada a otras.  La estabilidad e inestabilidad familiar pueden también reflejar estas influencias externas.


Si la interacción familiar efectivamente beneficia a aquellos que la necesitan, depende de las relaciones dentro de la familia, estructura familiar, en términos sociológicos.  Los efectos pueden depender no sólo de la cohesión familiar general sino también  de las relaciones entre pares de miembros particulares;  tales efectos pueden extenderse a los abuelos, primos y otros parientes, o en algunos casos pueden limitarse a las relaciones padre-hijo, marido-mujer, o pueden extenderse más allá de la familia hacia relaciones vivientes informales similares a las familias y la amistad, vecindario y comunidad.


El que tales transferencias sean socialmente deseables depende de su contribución al bienestar general medido mediante algún criterio valorativo.  La ayuda a un miembro de la familia cesante puede proporcionar bienestar material y auto-respeto.  La ayuda de un familiar rico a un miembro más joven (como, por ejemplo, ponerlo en un mejor empleo) puede aumentar la igualdad dentro de la familia, pero disminuir la equidad entre las familias.  El matrimonio entre dos personas con mucha educación y buenos salarios potenciales pueden tener efectos similares, acentuados por tener quien cuide a los niños y les permita a ambos trabajar.


La interacción familiar también puede responder  a nuevas oportunidades de los miembros en la economía.  Cuando un segundo ganador de suelto entra en la fuerza de trabajo, los salarios se comparten, pero surgen otras demandas.   Las oportunidades de carrera y trabajo para las madres crean una demanda no sólo de cuidado diurno sino también de cuidado de la casa y cuidado de los niños por los padres u otros miembros de la familia.  En algunas familias esto puede llevar a una reducción de horario de trabajo para estos otros miembros.  La movilidad hacia arriba de ejecutivos jóvenes puede exigir sacrificios y apoyo por parte de  la esposa y niños que pueden tener que reubicarse, cambiar amigos antiguos por otros nuevos, o ver menos al miembro "afortunado" de la familia.  Algunas familias se ajustan a tales oportunidades viviendo a ciertos de millas de distancia;  otras responden declinando la oportunidad.


Ajustes similares pueden ser necesario por infortunios también, desempleo, enfermedad, el nacimiento de un niño minusvalido.  La perdida de un empleo puede requerir que un miembro de la familia busque empleo en otra parte.  Una entrada inadecuada puede llevar a tener un empleo adicional por la noche y así a menos contacto con la esposa y los hijos.


Todos estos ejemplos sugieren la deseabilidad de mayor investigación sobre la familia como sistema adaptativo, de modo que podamos predecir con más éxito como reaccionaran las familias a un ambiente en proceso de cambio, inclusive cambios en las políticas públicas.

ANALISIS DE POLITICAS SOBRE EL NIÑO Y LA FAMILIA


El modelo económico-decisional para análisis de políticas enfrenta desafíos especiales cuando se lo aplica a elecciones relativas a familias y niños.  el auge de la importancia de las política para niños y familias plantea no sólo problemas intelectuales, sino también  problemas en políticas y en organización de la  universidad en los cuales competirán diversos modelos para el análisis.


De las muchas razones para esta creciente importancia, tres en particular merecen citadas.  Primero, el movimiento de derechos civiles de las décadas de 1950 y 1960, además de producir ganancias legislativas para los grupos minoritarios, sirvió para realizar la conciencia de la discriminación en la sociedad americana.  Desde una perspectiva económica esta discriminación era particularmente evidente en el mercado, resultante de una tasa de desempleo entre los negros casi el doble que entre los blancos desde el fin de la Segunda Guerra y una entrada promedio familiar para los negros de la mitad de la de los blancos  durante el mismo período.  Estadísticas como esta hicieron que muchos políticos y ciudadanos se preguntaran cómo niños criados en familias que sufrían de estas desventajas pudieran competir en la vida económica y social de EE.UU..  No  es necesario casi enfatizar el hecho de que tales preocupaciones de basaran en la comprensión que nuestras  políticas públicas y privadas que afectan a las familias de las  minorías parecían representar un fracaso directo y poderosos en la promoción del bienestar general.


En gran parte como resultado de las victorias simbólicas del movimiento de derechos civiles y el aumento de sensibilidad respecto a la discriminación contra familias minoritarias, el gobierno americano se propuso la área de idear políticas para reducir la discriminación y sus efectos.  Estas iniciativas de políticas representadas del modo más claro en la Guerra contra la Pobreza del Presidente Johnson, resultaron en un segundo estímulo al crecimiento del interés en políticas  sobre el niño y la familia.  En particular, este estímulo fue una comprensión creciente que las muchas iniciativas de políticas para niños y familias emprendidas durante y después de los años de Johnson no perecían producir resultados impresionantes,  ciertamente, uno detecta ahora un sentimiento generalizado entre los políticos, cientistas sociales, y el público americano de que programas tales como el Title I ( de la ley sobre educación elemental y secundaria), Head Start, y el Comprehensibe Employment and Training Act (CETA). Simplemente no funcionan,  como resultado, cierto número de observadores en el gobierno y la comunidad académica han puesto atención al examen de por qué estos y otros programas sociales similares fracasaban (o alcanzaban solo un pequeño éxito) y ver qué nuevas técnicas podría desarrollarse para mejorar los programas.  Así, la evaluación y análisis de programas de políticas sobre niños y familias recientemente han recibido mayor atención como técnicas que se espera que a la larga mejoren el éxito de los programas de intervención y también que generen nuevas ideas de programas.


Un tercer estímulo al interés en el análisis de políticas sobre el niño y la familia ha sido un sentimiento creciente de que la familia americana tiene problemas.  Comisiones tales como el National Advisory Committee on Child Devekopment de la Nacional Academy of Sciences (National Research Council, 1976) y el Carnegie Council on Children (Keniston. 1977), publicaron informes que mostraban  las condiciones de las familias americanas.  Y una avalancha de libros y artículos escritos por académicos (con títulos como La Familia:  ¿Puede salvarse?) reflejaban y reforzaban el sentimiento de que las familias americanas estaban, como lo pensaban algunos, derrumbándose.  La base de estos lugares cálculos y proyecciones era primariamente el aumento sustancial en la tasa de divorcios, la amplia participación de la madre en el mercado de trabajo -especialmente aquellas con infantes y niños pequeños-  y el creciente énfasis en las estadísticas sobre maltrato infantil.


No debe escapársenos que cada uno de estos cambios en la familia sugiere inmediatamente un número de políticas públicas.  Ciertamente, ni nos preocupamos más de la custodia infantil como parte importante de la política dirigida a los efectos del aumento de la tasa de divorcios, la disponibilidad de cuidado diurno como parte de la política dirigida tanto al divorcio como a la participación femenina en la fuerza de trabajo, y el apoyo de servicios sociales y una mejor recolección de datos como parte de la política dirigida al maltrato infantil, entonces podemos discutir persuasivamente que ha habido un análisis sustancial y un impuso en la legislación federal y estatal para cada uno de estos síntomas de problemas en la familia americana.


El punto, entonces, está en que cada una de estas fuerzas -los derechos civiles, el sentimiento generalizado de que las iniciativas sociales federales emprendidas durante la década de 1960 alcanzaron sólo un éxito mínimo, y la preocupación creciente por el estado de las familias y niños americanos- ha contribuido a una creciente insatisfacción con las políticas sociales y los medios por los cuales se crea y se implementa.  Esta insatisfacción ha llevado a su vez a un interés generalizado en el análisis de las políticas entre especialistas en familias y niños.


Estas fuerzas han llevado nuestra atención a una serie de problemas de políticas que son especialmente difíciles de analizar, y que plantean desafíos no sólo a las disciplinas académicas individuales sino incluso a la nueva disciplina multifascética  (cross-cutting) del análisis de políticas.  Ciertamente, hay cierto número de desafíos más o menos únicos para el análisis de políticas sobre niños y familias que deben ser considerados:  nosotros consideraremos sólo tres de los más obvios.  Algunos de estos desafíos son bien conocidos de los profesionales de la economía y del análisis decisional de políticas;  otros van al corazón de sus supuestos.


Como se surgió previamente, diversos componentes del análisis de políticas, y especialmente la tendencia a analizar opciones alternativas sistemáticamente, estimar costos, y medir efectos, se han usado largo tiempo por parte de los interesados en los aspectos matemáticos y computacionales de los modelos de políticas, en planificación y evaluación de programas, en investigación de sistemas, etc.  Pero el modelo económico ampliamente a políticas realmente no ha sido aplicado ampliamente a políticas de niños y familias han participado mucho en las escuelas de postgrado en política pública.  Los sistemas valorativos latentes en sus disciplinas son, de hecho, muy diferentes a los de la economía:  el desarrollo de la personalidad y el cambio de actitud, por ejemplo, implican modelos de conducta humana diferentes de la noción económica de que las preferencias son fijas.  Los modelos de posibles consecuencias de política que surgen de la investigación en desarrollo infantil difieren también considerablemente de los modelos económicos y no son fáciles de sintetizar con ellos.  Pro lo tanto, tanto en teoría como en la práctica la aplicación de técnicas de análisis de políticas a problemas de política infantil y familiar plantean algunos problemas que tienen énfasis.

CAMBIO DE PREFERENCIA

La satisfacción de preferencias es un criterio importante en los modelos económicos de análisis de políticas.  Así, al seleccionar entre opciones políticas alternativas, el criterio de la satisfacción de preferencias lleva al analista a favorecer aquellas políticas consistentes con las preferencias de la gente según se revela en su conducta real o en encuestas de opinión.  Ocasionalmente, como en el caso de bonos educacionales, una justificación primaria de una política es que ella permite libertad de elección por parte de los que son afectados por la política.  Ciertamente, un argumento a favor de los bonos educacionales es que realmente fomentan la diversidad y con ello aumentan el rango de opciones disponibles.  Tal resultado de política aumentaría presumiblemente la probabilidad de que los ciudadanos pudieran satisfacer sus preferencias.


Un problema especial introducido por la política infantil y familiar referente a la satisfacción de preferencias es que, mientras los modelos económicos habitualmente han supuesto que las preferencias son fijas, hay abundante evidencia de que las preferencias humanas cambian, especialmente durante el período de socialización.  Además como argumentaría Skinner y muchos otros psicólogos, las preferencias pueden ser deliberadamente moldeadas por la experiencia.  Esto sugiere que las políticas no sólo pueden satisfacer o no satisfacer las preferencias actuales, sino que pueden también moldear preferencias futuras.  La reflexión de un minuto proporcionará numerosos ejemplos que ilustran que este resultado de política es más que sólo una posibilidad lógica.  Para tomar sólo un ejemplo histórico, la escolaridad pública obligaría fue muy controvertida cuando Mssachusetts votó  por primera vez una ley de asistencia obligatoria en 1852.  Sin embargo, dentro de alrededor de 40 años, más de la mitad de los estados tenían leyes similares, y hoy en día consideramos la educación pública gratuita como un derecho del que debe gozar (aunque no le guste) cada niño.


Hay dos formas importantes como las preferencias de la gente pueden ser deliberadamente cambiadas, vale decir, mediante la educación y la publicidad.  Se piensa a menudo que la educación cambia los gustos de las personas de tal manera que los que tienen más educación despliegan una gama más amplia de intereses y pasan mayor parte de su tiempo en actividades como leer, participar en los procesos políticos, y mirar TV educativa en vez de los "Dukes de Hazzars".  Tales cambios de preferencias a menudo han sido la meta explícita de actividades educativas y de otros programas subvencionados públicamente.


Un segundo ejemplo de cambio en las preferencias a través de la educación en el intento de entrenar padres de baja renta, y especialmente a las madres, para que pasen más tiempo  con sus niños en actividades educativas.  Tales programas tratan de cambiar las preferencias de los padres de pasar tiempo en tareas domésticas o recreativas hasta llevarlos a participar en actividades verbales con sus niños pequeños.  Como se piensa que las inversiones de tiempo de los padres en los niños inducen el desarrollo intelectual y, a la larga, el éxito escolar, este ejemplo demuestra que algunos programas gubernamentales explícitamente buscan cambiar preferencias a fin de aumentar el bienestar de los participantes de los participantes en el programa.


La publicidad es un segundo medio por el cual se piensa que las preferencias son cambiadas sitemáticamente.  Además, una multitud de cuestiones de política infantil y familiar surgen de intentos públicos por regular la publicidad. Un intento claro de regulación gubernamental dirigida a cambiar las preferencias de la personas en la censura en los comerciales de TV sobre cigarrillos.  Una vez que el Cirujano General determinó que fumar cigarrillos era un riesgo importante para la salud, el gobierno inició una serie de programas diseñados para reducir la capacidad de la industria de cigarrillos para usar la publicidad con el propósito de aumentar las preferencias de la gente en materia de cigarrillos.  Aunque puede cuestionarse el éxito de esta campaña, ello demuestra que muchos políticos creen que las preferencias de la gente pueden ser manipuladas.

PRIORIDADES ENTRE PROGRAMAS SOCIALES


Especialmente en estos tiempos de dinero escaso y preocupación por el gasto fiscal, parece sabio reconocer que los programas para niños y familias deben competir en busca de fondos tanto contra otros programas como contra programas no sociales tales como la defensa, la energía y el transporte.  Dado que el número de dólares disponibles para nuevos programas es finito y, al menos recientemente, bastante pequeño, aquellos comprometidos en la importancia de tales programas deben estar dispuestos a establecer prioridades y a defenderlas.


¿Pero sobre qué bases pueden establecerse estas prioridades?.  Es un axioma de economía política que el gobierno debiera tratar de invertir su último dólar allí donde haga el mayor bien.  ¿Pero cómo se definirá ese bien?.


Una respuesta, sugerida previamente, la entrega el análisis de beneficio-costo.  Aunque  algunos parecen usar el análisis de beneficio-costo para ofuscar a sus críticos con el resultado de que hay ahora considerable desconfianza ante los enfoques de beneficio-costo, la idea subyacente de este criterio valorativo es realmente muy simple.  Así, la cuestión primaria es si un gasto, programa o política dados producirán beneficios que excedan los costos -un beneficio neto positivo.  Si es así, se juzga que la política constituye un buen uso de los fondos públicos.  La computación de beneficio neto supone, por supuesto, que tanto los beneficios como los costos de una política pueden ser medidos con precisión.  Si la política en cuestión se refiere a un nuevo camino, un dique, o un impuesto a artículos importados, hay problemas para estimar costos y beneficios, pero a menudo son salvables.  Pero si la política implica educación preescolar o un programa de nutrición para mujeres embarazadas pobres, los problemas de estimación de costos -y más importante aún, los beneficios- son habitualmente menos manejables.  No es el menor de estos problemas el hecho de que los cientistas sociales a menudo no saben los efectos reales  de tales programas, y que aún cuando los efectos son conocidos, los valores de tales beneficios son difíciles de determinar.


Sin embargo, en principio por lo menos, las proporciones beneficio-costo proporcionan un medio de comparación de programas sociales.  Así, por ejemplo, puede ser posible estimar los beneficios de los programas de educación determinando el efecto de la probabilidad de alta graduación de educación media sobre una vida entera de ganancias para calcular los beneficios del programa educacional.  De modo similar, el efecto de una programa dado de salud sobre los días de trabajo perdidos debido a enfermedad o muerte prematura pueden ser convertidos en dólares de beneficio.  Si los costos y beneficios de dos políticas sociales pueden ser estimados en unidades conmensurables -tales como los dólares- los programas pueden ser comparados directamente, permitiendo con ellos a los políticos dar fondos a aquel programa que produce los mayores beneficios.


Por otra parte, como se sugirió precisamente, no siempre es posible medir precisamente los costos o beneficios de los programas sociales.  Pero aún mayor preocupación es nuestra elección de la norma misma de beneficio-costo.  El valor subyacente al análisis de beneficio-costo es una contribución mayor a la producción, y muchos han cuestionado si este valor debiera ser el único criterio de las decisiones políticas.  ¿Qué pasa con la satisfacción intelectual producida por los programas educacionales, con el valor  de sentirse más robusto y menos proucpado que a menudo resulta del cuidado médico, o el bienestar de una persona anciana o de un niño minusválido?  Estos valores no son menos importantes que los aumentos de producción, y el valor de la equidad puede agregarse a la lista.  Pero todos estos valores sufren porque son muy difíciles de medir.


Así, hay dos aspectos del desafío al análisis de políticas ofrecidos por el problema de establecer prioridades entre los programas infantiles y familiares.  El primero es que pocas técnicas hay disponibles para permitir la comparaciones directas de los beneficios producidos por diferentes programas sociales.  Segundo, aún en el caso de la única técnica que permite tales comparaciones directas -el análisis de beneficio-costo-  el criterio de comparación  deja fuera valores importantes que muchos ciudadanos y políticos quisieran promover.  Aunque uno pudiera desear ser más optimista respecto a resolver estos problemas, es difícil prever cuáles técnicas permitirían comparaciones entre efectos de un programa en la felicidad, la satisfacción la independencia, etc.  El problema de la medición no es la menor de las barreras para conocer más sobre los efectos de un programa sobre estas variables.

PROBLEMAS DE MEDICION


Un tercer problema que deben ser enfrentado por los analistas de políticas de niños y familias es la dificultad de medir los resultados de los programas sociales.  Uno de los sellos del análisis de políticas es el intento de aportar datos que inciden en las decisiones de políticas.  Sin embargo, como dice el aforismo de la ciencia de la computación "Basura, adentro, basura afuera".  En otras palabras, las decisiones basadas en datos no pueden ser mejor que los datos mismos.


Y poco negarían que la capacidad del cientista social para medir muchos de los resultados esperados de los programas infantiles y familiares es primitiva en el mejor de los casos.  Quizás el ejemplo más claro de este problema es la evaluación de los programas preescolares en general y Head Start en particular.  Cierto número de cientistas sociales participantes en la creación de Head Stard se han quejado de que la mayoría de las evaluaciones se han centrado en mediciones de la inteligencia.  Head Stard estaba destinado a influenciar, ellos opinan, el auto-concepto y la motivación de los niños, así como también su intelecto.  Además, Head Start fue visualizado como un Programa de Acción Comunitaria que pudiera servir como foco de organización y auto-ayuda en comunidades de bajos ingresos.


Estos, por supuesto, son objetivos dignos, y que podrían tener impacto a largo plazo en los niños, las familias e incluso las comunidades.  ¿Pero cómo van a ser medidos?.  La ciencia social no ha producido una medición del auto-concepto o motivación que sea ampliamente aceptada y comprendida como las mediciones de la inteligencia.  Como resultado, las evaluaciones de Head Start y otros programas de educación han tendido, con pocas excepciones,  a centrarse en el IQ y otras medidas normalizadas de la inteligencia.


Irónicamente, algunos de los resultados más importantes de los programas sociales pueden fácilmente ser medidos, pero -especialmente en el caso de los programas preescolares y escolares-  debemos esperar largos períodos de tiempo antes de recolectar las mediciones.  Los cientistas sociales, los políticos, los ciudadanos y los participantes en programas estarían todos muy satisfechos por ejemplo, si Head Start, Title L, CETA y otros programas de educación y entrenamiento pudieran demostrar el impacto que tienen sobre el empleo y las ganancias.  Ambas variables, por supuesto, pueden ser fácilmente medidas y con precisión.  Pero en el caso de Head Start, por ejemplo, la evaluación debe esperar 15 años o más para medir los efectos en el empleo.


Ciertamente, una de las razones para que la evaluación de programas de Head Start, Title I y otros programas educacionales haya descansado en variables tales como el IQ, logros escolares, y motivación, es que estas variables se piensa que están asociadas con el éxito escolar, y se piensa que el éxito  escolar está asociados con el éxito en el mercado de trabajo.  A este respecto, el IQ, el logro escolar, y medidas similares son de interés, es decir, el empleo y la renta.  La medición directa de estas últimas variables, sin embargo, sería preferible;  sin embargo tenemos muy pocos estudios cuidadosos de la relación entre programa de educación y éxito en el trabajo.  Nada se conoce, por ejemplo, sobre la influencia de Head Start en el empleo.  Se sigue que dos objetivos importantes del análisis de políticas son estimular el interés en tales estudios y asegurar que la legislación para programas de niños y familias incluyan fondos para una evaluación a largo plazo.

COSTOS INMEDIATOS Y BENEFICIOS A LARGO PLAZO

Opinaríamos, como lo harían muchos cientistas sociales, que los datos longitudinales pueden permitir al analista llegar a conclusiones precisas acerca de los efectos de programas.  Pero la necesidad de datos longitudinales realza el hecho de que muchos de los importantes efectos de los programas infantiles y familiares ocurren sólo después de un largo tiempo comparado con lo que duran en el cargo los hacedores de políticas.  Los caminos pueden ser construidos en pocos años, los edificios aún en menos tiempo, y los gastos militares a menudo resultan en que se mantengan muchos trabajos y se creen nuevos muy rápidamente.  En cada uno de estos casos los políticos tienen una oportunidad razonable de estar todavía en el cargo cuando se hagan manifiestos algunos de los resultados y beneficios de sus decisiones.  Las políticas de este tipo tienen también efectos de largo plazo, que es necesario considerar, pero también producen resultados tangibles a corto plazo.


Desafortunadamente, estamos aprendiendo ahora que los resultados de la mayoría de los programas sociales toman décadas o aún más, para hacerse visibles.  Mientras tanto, los político pueden no haber tenido mucho que mostrar a cambio de la inversión.  Y, naturalmente, los gastos comienzan ahora.  Así, los abogados de los programas infantiles están a menudo en la posición de proponer gastos destinados a producir resultados que pueden no mostrarse hasta una década o dos más.


Hemos discutido previamente que la factibilidad es un elemento esencial de la mayoría de los modelos de análisis de políticas.  Este problema del costo inmediato para producir beneficios a largo plazo es esencialmente un problema de factibilidad.  Se sigue que los analistas deben considerar la medida en que los políticos pueden resistir recomendaciones de un programa que producirá beneficios sólo a largo plazo.  De modo similar, los abogados deben tratar de encontrar formas de apelar a los intereses tales como la inversión en las generaciones futuras, así como también encontrar ganancias de corto plazo que proporcionen evidencia temporal de que los programas están funcionando.

DIVERSOS MODELOS PARA ANALISIS DE POLITICAS


El análisis de políticas es "el uso de la razón y la evidencia para elegir la mejor política entre un número de alternativas" (Mackae &Wildes, 1979).  Probablemente todos los autores de este libro podrían concordar con esta amplia definición que también puede aplicarse al modelo económico-decisional.  Los diversos modelos para análisis de políticas, que se describen en los siguientes capítulos tienen mucho en común y pueden eventualmente ser sintetizados en un solo enfoque.  Actualmente, sin embargo, todavía son distintos -en  parte debido a la nomenclatura y terminología, en parte debido a énfasis diferentes en diversos aspectos del proceso de análisis, y en parte debido a valores diferentes.  ¿Qué es una política? ¿Cómo definimos la "mejor"? ¿Qué secuencia debiera seguir un analista al efectuar un análisis de política?.  Los cinco capítulos siguientes sobre análisis de política toman posiciones algo diferentes, explícita o implícitamente, en cuestiones tales como las nombradas.



Nuestros enfoques son distinguibles no sólo por nuestro uso de términos claves, sin embargo, sino también por nuestra orientación a diferentes audiencias o grupos de referencia.  Las personas en disciplinas diversas, diversas profesiones y roles gubernamentales, enfatizan diferentes aspectos de la evolución y promoción de políticas publicas, aún cuanto todos tratan de visualizar el problema como un todo.  Hacen uso de los recursos de disciplinas y profesiones en forma diferente.  Posiblemente también enfaticen diferentes criterios básicos de valor relacionados con sus profesiones y roles, así como los economistas tienden a llevar su propio conjunto característico de valores a los problemas públicos.

ROLES DE ANALISTAS


Una dificultad que enfrentamos al describir el análisis de políticas es que puede ser practicado de diversas maneras dependiendo del rol social de uno.  Probablemente el rol más conspicuo es el del analista entrenado en economía o en una de las escuelas interdisciplinarias de postgrado de análisis de política que funciona como ayudante de personal en Washington.  Un rol relacionado es el del planificador urbano o social.  En estos roles, los criterios para la elección de política a menudo se centra en el análisis de beneficio-costo, modificado por los valores y límites políticos del jefe de la agencia empleadora.



En que ocupa tal rol puede alegar meramente estar proponiendo medios para fines dados por otros.  Puede basar su alegado sea en la presentación de "hechos" solos, o en el uso de sistemas valóricos "consensuales" tales como los de la economía.  En contraste con este rol de consejero está el del ciudadano informado que tiene una visión más amplia de los valores que han de buscarse, o que pueden trabajar para uno de los grupos competidores que busca influir en la política gubernamental.  Algunos analistas de política en este último rol se consideran así mismos como abogados de ciertos grupos -niños, por ejemplo- sin buscar equilibrar los intereses de tales grupos con respecto a otros intereses en la sociedad.   Los analistas a menudo se convierten en abogados después que han concluido que un programa o política particular es deseable;  pero antes de tomar este compromiso, si se lo hacen en nombre del bienestar general, ellos deben usar la razón y la evidencia para mostrar que sus compromisos fomentan tal valor general.  Una de las grandes trampas del análisis es comprometerse de antemano, con una política o grupo en particular, cegándose con ello a la evidencia que va contra este compromiso predeterminado.



El analista en cualquiera de los roles que hemos descrito, puede diseñar políticas y también evaluar políticas propuestas por otros.  El rol de planificador probablemente connota una mayor responsabilidad por el diseño que la del analista.  Pero aún cuando se nos den políticas o programas detallados para comparar, no podemos dejar de notar que podrían mejorar mediante modificaciones.  De modo similar, puede haber sólo un paso desde la evaluación de un programa existente hasta la comprensión de que podría haber estado mejor diseñado administrado.  Los roles de diseñador y administrador (o implementador) son así, en cierto sentido, extensiones de los roles del analista.



Se han propuesto diversos otros roles para el analista de po....  Uno de ellos es el de la investigación aplicada en los límites de una disciplina académica.  Los miembros de una disciplina existente pueden agruparse para estudiar aspectos de política pública que se alimente de su expertizaje disciplinario.  Los cientistas atómicos  formaron la Federación de Cientistas Americanos para discutir problemas de la guerra nuclear, estrategia internacional, y otras cuestiones relativas a su expertizaje científico.  Los sociólogos formaron la Sociedad para el Estudio de Problemas Sociales;  los psicólogos, la Sociedad para el Estudio Psicológico de Cuestiones Sociales;  y los cientistas políticos  formaron la Organización para Estudios de Políticas.  Tales asociaciones  limítrofes a menudo se reúnen con las  reuniones anuales de sus asociaciones disciplinarias madres (las que les sirvieron de origen).  Tienden a visualizar problemas prácticos desde el punto de vista de una sola disciplina, sin embargo, a menos que puedan liberarse de esta conexión incluyendo a expertizaje de otras fuentes.



La frase misma "investigación aplicada" sugiere una secuencia que se da por sentada en las ciencias naturales;  primero uno descubre las leyes de la naturaleza, luego uno las aplica a tareas prácticas.  La amplia aceptación de esta secuencia ha llevado a rebajar la investigación práctica basándose en que es meramente derivativa.  Nuestra aceptación sin reservas de la secuencia a partir de la básica hacia la aplicada puede, sin embargo, haber sido dañina en algunos casos, especialmente en ciencias sociales -y se ha hecho una sugerencia similar para la investigación agrícola.  En muchos casos, el análisis de política puede avanzar directamente desde una problema práctico hacia una investigación relevante cuando se requiere información que no puede ser entregada por la ciencia básica.  A veces, el análisis puede hacer el desvío beneficioso de invertir en investigación básica disciplinaria sobre principios subyacentes que pueden conectar  a las políticas con sus consecuencias, pero no es necesario que se siempre así.  Así. La búsqueda de un mundo mejor es una tarea más general que la de la investigación científica básica y no necesita limitarse por los conceptos y definiciones de problemas de la ciencia básica.  El análisis de políticas es así una actividad sui generis y no un mera aplicación de principios descubiertos en otra parte.



Un rasgo importante de toda política pública, particularmente evidente en la política familiar, es el lugar central ocupado por la ley.  Los derechos y responsabilidades familiares han sido definidos en la ley común anglosajona;  los cambios en relaciones familiares esperadas han llevado a impugnaciones a ciertos aspectos de esa ley.  La mayor parte de las políticas públicas son enunciadas a través de la legislación o mediante decisiones administrativas que son revisadas a través de procedimientos legales.  Uno de los principales enfoques al análisis de políticas públicas que presentamos está basado por lo tanto en la ley, y todo el análisis político deber tomar en cuenta a la ley.



Las profesiones prácticas y las escuelas que educan profesionales les entregan otro rol para el análisis de políticas.  Una sola profesión puede reunir contribuciones de diversas disciplinas académicas, y de esta manera obviar algo del provincialismo de las asociaciones disciplinarias limítrofes.  Si una profesión se encarga de la entrega de una especia particular de servicio (por ejemplo, salud, educación, trabajo social).  Sin embargo, el análisis de políticas dentro de esa profesión puede tomar a la entrega de ese servicio como criterio último para la elección de políticas, más bien que buscar más ampliamente otras políticas que producirán efectos equivalentes o mejores.  Así, el análisis de la política de salud, si se lo hace en escuelas de medicina, arriesga una preocupación excesiva por la entrega de servicios de salud y un descuido correspondiente de medidas preventivas que operan mediante dieta, ejercicios, condiciones de trabajo y el ambiente.  El análisis de las políticas de educación realizado junto con el entrenamiento de educadores igualmente puede centrarse en lo que pueden hacer las escuelas y las instituciones educacionales, quizás con exclusión de los efectos de los padre, lo medios y el entrenamiento en trabajo.  Si los miembros de las profesiones dadas están considerando elecciones de políticas, es comprensible considerar sólo lo que "nosotros" podemos hacer;  pero para las elecciones de la sociedad al asignar recursos, debe considerarse una gama más amplia de  alternativas.



Un rol adicional en desarrollo relacionado con el análisis de políticas es el de investigador de evaluación.  Este rol habitualmente toma los valores para el análisis de las metas de una organización o programa.  Por lo tanto la mayor parte de la evaluación comienza por preguntar si un programa ha cumplido sus metas.  Los evaluadores a menudo preguntan si las metas mismas son deseables  en último término, o si el programa ha tenido efectos laterales no deseados que pueden ser inútiles o dañinos.  Este campo ha sido organizado en una organización nacional y tiene una literatura creciente.   Proporciona control de calidad y cubre una amplia variedad de áreas de política.  Pero en la medida en que toma sus directrices valorativas de metas de programas previamente especificados, los profesionales limitan su rol al de un técnico, que proporciona medios a fines dados.



Quizás el rol más deseable -y el más escaso-  sea que alguien entrenado en análisis de política sea una persona que toma decisiones políticas y que también se preocupa del bienestar general.  Ocasionalmente los funcionarios de gabinetes federales han sido entrenados en  análisis de políticas;  y quizás los congresales y también sus ayudantes pueden aplicar tal entrenamiento al proceso de legislación.  Esta combinación de expertizaje y responsabilidad representa un rol ideal que el analista de política debe estar preparado para sumir hipotéticamente.  Aunque sus posibilidades de lograrlo sean pequeñas, proporciona una perspectiva que combina el diseño, el análisis, la ejecución y la implementación.

LOS MODELOS DE ANALISIS DE POLITICAS PRESENTADOS EN ESTE VOLUMEN.



En el capítulo 2  Gallagher presenta un modelo para análisis de política que es gubernamental en perspectiva.  Acentúa las metas de las políticas o programas como un conjunto de valores particularmente importantes, encarnados en metas concretas, que deben lidiar constantemente al abogado o administrador del programa.  En el diagrama en el cual él caracteriza el análisis de políticas, Gallagher separa las metas de sus limitaciones.  Moroney, en el capítulo 3, hace una distinción similar;  define "primeros principios" que se centran en la equidad, y sólo en una etapa posterior introduce el costo como criterio.  Algunos abogados incluso llegan a favorecer una política de cuidado diurno o salud infantil sin calcular sus costos.  En esta perspectiva, una política puede tener una meta primaria;  si luego es puesta en ejecución los evaluadores tenderán a concentrar sus análisis en si alcanzó o no la meta.



Una perspectiva gubernamental enfatiza una elección de objetivos para un programa.  Ejemplos de objetivos para un programa de cuidado diurno podría ser una mejora de 10 puntos en el IQ de los niños pobres cuando alcanzan edad escolar, un aumento especificado del número de madres que trabajan, o una reducción de la proporción de familias que están por debajo de la línea de la pobreza en una fecha dada.  Estos objetivos pueden estar relacionados con programas y modelos por lo menos de tres maneras:

1 Podemos considerar un programa específico y predecir sus resultados, diseñando estos resultados como objetivos.

2 Podemos establecer objetivos tales como aquellos y comparar diversos programas en cuanto a la probabilidad de alcanzar los objetivos.

3 Podemos manejar los objetivos como "objetivos ideales", no simplemente predichos sino mantenidos ante los participantes como metas a las cuales apuntar.  Así, los objetivos bien pueden exceder lo que un observador externo predeciría como probablemente alcanzables.  En este tercer caso, los objetivos no corresponden exactamente a un modelo predictivo.

 

En cualquier forma que se hayan establecido los objetivos, ellos podrían al mismo tiempo ser parte de un sistema de retroalimentación interno para el director del programa y sus superiores, por el cual la relación entre el logro y las proyecciones puede ir siendo monitoreada.  Los objetivos puede así considerarse primariamente como resultados proyectados en términos de los cuales un programa propuesto va a evaluarse.  Si son metas optimistas o infladas, no pueden naturalmente, ser usadas para una evaluación razonable de los beneficios esperados del programa.



El enfoque se Moroney al análisis de políticas es distintivo en dos respectos.  Primero, él enfatiza el rol de los valores de cada etapa del análisis, segundo, distingue entre análisis de política, planificación del programa, y evaluación, y ofrece un modelo para clarificar las relaciones entre estas tres actividades.



El énfasis en los valores -o para usar un término que Moroney prefiere, "primeros principios"- está implícito en todos los modelos discutidos en este libro,  sin embargo, el capítulo de Moroney da los primeros principios un lugar central en virtualmente todas las fases del análisis.  En un grado sustancial, la importancia de los valores está dictada por el hecho de que los analistas no encuentran simplemente soluciones óptimas a problemas que otro define;  más bien, los analistas deben definir el problema a su propio estilo.  En un momento del desarrollo del análisis de políticas, los políticos partieron del supuesto que el rol primario de los analistas era usar técnicas sofisticadas para descubrir la solución óptima a problemas presentados por ellos.  Pero pronto se hizo evidente que los analistas la oportunidad de insertar sus propias tendencias dentro del proceso de análisis, bajo el manto de la objetividad.  La opinión de Moroney es que el analista debiera hacer estas definiciones.  Además, la base para seleccionar y definir problemas debiera ser un conjunto explícito de primeros principios que sea evidente para todos los implicados.  Estos principios guían el análisis no sólo en la selección y definición de problemas para estudio, sino también para elegir criterios para comparar alternativas de política y diseñar un plan de implementación de políticas.



Moroney también propone un marco específico de primeros principios que representa los valores que la mayoría de los analistas tratan de maximizar al analizar una política social.  Estos principios son la libertad, la igualdad, y la fraternidad.  Como lo destaca Moroney, estos principios están frecuentemente en conflicto -lo que equivale a decir que las políticas que maximizan uno de los principios habitualmente recortan a los otros dos.  Los republicanos conservadores por ejemplo, habitualmente optarán por la libertad, particularmente en asuntos económicos.  Pero  lo ha maltratado la experiencia de todos los países industrializados, la economía no temperada por la interferencia gubernamental produce enormes diferencias de riqueza entre los ciudadanos.  Ciertamente algunos ciudadanos y sus familias no tienen riquezas ni entradas.  Como resultado, las naciones industrializadas han temperado el libre mercado con transferencia gubernamental de programas (bienestar, seguro de cesantía, servicios sociales, etc.).



Sin embargo, estos programas de transferencia -puestos en acto por persecución de la igualdad-  son financiados por las corporaciones que pagan impuestos y por algunos individuos relativamente ricos.  En resumen, tales programas reducen la libertad de los miembros ricos para gastar e invertir de acuerdo con sus propias preferencias.



Así, incluso entre los primeros principios identificados por Moroney, el analista debe una posición valórica bien cimentada que justifique políticas para maximizar uno de los primeros principios a expensas de los otros dos.  Por su parte, Moroney apoya la fraternidad (o comunidad) como valor primario para guiar al analista. 



El segundo aspecto distintivo del enfoque de Moroney es organizacional.  A diferencia de otros autores de este volumen, Moroney proporciona una distinción sistemática entre análisis, planificación y evaluación de políticas.  La primera etapa, el análisis político, se parece mucho al enfoque MacRae en su énfasis en el análisis de la situación del problema, estableciendo criterios, generando estrategias alternativas, y tomando una decisión entre estrategias.  Habiendo hecho ya una elección de políticas, entonces el analista se enfrenta enseguida con lo que MacRae llama problemas de implementación.  Para Moroney, esta fase implica establecer objetivos específicos, establecer criterios de implementación, y crear un diseño de programa para entrega de servicios.  En la tercera etapa -la evaluación-  se toman las medidas para especificar objetivos de programa, recolectar datos, y usar estos datos para mejorar la ejecución del programa.



El enfoque de MacRae (ver capt. 4) es más característico del analista académico que busca optimizar pero que está menos estrechamente envuelto en la lucha por alcanzar metas y objetivos particulares trata de poner en un mismo pie todos los valores implícitos en una elección de política, las metas y limitaciones, los beneficios y los costos.



Varios de los otros roles que hemos considerado -el analista del personal, el planificador, el ciudadano crítico-  no proporcionan suficiente motivación para publicar para una audiencia experta, lo que es necesario para el control de calidad.  Esta motivación es más característica de un rol que MacRae llama el "académico ciudadano" - un miembro de la disciplina aplicada del análisis de política, que basa cualquier organización particular y que busca publicar los resultados para el escrutinio de los expertos.  Este rol lleva a un cierto grado de generalidad al formular el problema -para una audiencia semejante a la que lee este ensayo-  en contraste, por ejemplo, con un análisis detallado de un punto particular de legislación a nivel estatal.  MacRae discute políticas de cuidado diurno a nivel nacional, con el supuesto hipotético de que actualmente no existen políticas públicas sobre cuidado diurno.  Tal enfoque no es realista para la consideración de una adicción de incremento real a las políticas federales existentes pero puede contribuir a una discusión académica destacando muchos puntos relevantes.



Tal rol general de académico-ciudadano puede ser útil para la enseñanza introductoria y puede contribuir a la respetabilidad académica del análisis de políticas mediante la preocupación por los principios generales.  Sin embargo, debe ser suplementado por roles más prácticos, más semejantes a aquellos del ingeniero o del profesional con una especialidad, que maneja detalles altamente específicos de las recomendaciones de política.  Sólo comunicándose con los que toman las decisiones respecto a las elecciones específicas que deben hacer puede ser eficaz el analista de políticas.  Así, un énfasis en el rol del académico, si no va acompañado por estos roles más prácticos, podría arriesgar establecer otro interesante campo académico con vínculos inadecuados para la elección práctica.



Al separar la factibilidad de la deseabilidad, MacRae clasifica algunos elementos del análisis de políticas diferentemente a como lo hace Gallagher.  Gallagher  presenta un diagrama que incluye varias categorías valorativas;  para nuestra discusión presente la más relevante son las limitaciones, los recursos y los criterios.  Entre las limitaciones está la disponibilidad de personal, y los recursos incluyen "la disposición pública a invertir" y "la simpatía para las metas".  El personal es obviamente esencial para los programas de servicio, pero el esquema de análisis de políticas de MacRae separa la deseabilidad de un programa o política de su factibilidad.  Propone que primero estimemos si un programa, que funcione adecuadamente, valdría la pena o no darle apoyo público, suponiendo que el personal estuviera disponible.  Luego preguntaría si puede ser puesto en ejecución;  aquí la disposición  del público a invertir y su simpatía para las metas del programa entran en acción.  Finalmente, preguntaría si puede o no ser implementado;  en este punto la disponiblidad de personal es esencial.  Si es obvio al principio que el personal no estará disponible, sin embargo, no perdería tiempo en un análisis elaborado de la deseabilidad del programa.



El modelo de Turnbull para análisis en el capítulo 5 se centra en las provisiones de la ley y la Constitución.  Primero distingue derechos legales legítimos de meras reclamaciones, estas últimas no son oficialmente reconocidas por la ley.  Los derechos, una vez concedidos por la ley, a menudo son incondicionales en su expresión.  Sin embargo, si los derechos semejantes entran en conflicto, es tarea de los tribunales reconciliarlos.  Esto se hace mediante precedentes, especialmente en la ley anglosajona, y ocasionalmente mediante la enunciación principios interpretativos, y por la búsqueda de tales principios en la intención de la legislación por parte de la corte.  Las cortes así imponen una cierta consistencia sobre las provisiones de las leyes, ayudadas por la consistencia que prevalece en el proceso de legislación.  Los filósofos legales a veces han tratado de ayudar y aconsejar a los tribunales buscando principios filosóficos más profundos encarnados en las leyes.



El problema de la interpretación y reconciliación se vuelve más serio, sin embargo, cuando consideramos los principios de la Constitución misma.  Turnbull destaca que toda la legislación deriva de los poderes concedidos por la Constitución, y que para el gobierno nacional estos poderes son limitados y enumerados.  Las actas (leyes) del Congreso están así circunscritas en la Constitución.  También lo están, las decisiones de los tribunales en materias de constitucionalidad o de derechos constitucionales.  Pero aquí los problemas son más difíciles debido a la brevedad y vaguedad de la Constitución misma;  "comercio interestatal", "libertad de expresión", por ejemplo, han estado sujetas a interpretaciones extensivas y a veces cambiantes por parte de los tribunales y por los filósofos legales.



El resultado de esta interpretación es una síntesis, pero de una clase diferente a aquellas discutidas hasta aquí.  Los límites dentro de los cuales la ley permite a los individuos, los grupos y el gobierno actuar están razonablemente bien establecidos en cualquier momento dado.  Mucha controversia y alguna formulación de política que afecta a los niños y las familias suceden a los tribunales.  El capítulo de Turnbull en este volumen dice mucho acerca de los principios y procedimientos implícitos.  Pero desde otra perspectiva, estos procesos judiciales definen los límites (al menos a corto plazo) dentro de los cuales pueden hacerse las políticas por parte de las ramas legislativa y ejecutiva en términos de otros criterios.  La Constitución, en este sentido, es un límite previo para los principios tales como aquellos del análisis de beneficio-costo u otros criterios de maximización.  Tiene prioridad como límite así como ciertos principios morales lo tienen, pero no es en sí misma la principal fuente de criterios para el análisis de políticas.



Al volver al capítulo de Strauss, encontramos un análisis punto por punto de un conjunto específico y concreto de opciones de política destinadas a mejorar el sistema de bienestar de Estados Unidos.  En el capítulo 6 Strauss comienza proponiendo un marco para analizar políticas de bienestar que incluye diez elementos que los analistas debieran considerar al evaluar y comparar programas de bienestar.  Estos incluyen una teoría de la pobreza, una teoría de los reglamentos intergubernamentales, costo, equidad, factibilidad, correctibilidad, incentivos, seguridad y riesgo, efectos laterales sobre otros programas, y cobertura o participación.  Luego Strauss hace una comparación sistemática del actual sistema de bienestar AFDC-Food Stamp, las reformas propuestas por el ex presidente Carter, y las reformas propuestas por el Chairman Ullman del House Ways and Means Committee.



El marco de referencia de Strauss tiene mucho en común con los otros modelos presentados en este libro.  Difiere de otros modelos, sin embargo, en que está diseñado para aplicarse sólo a las proposiciones sobre bienestar, mientras que los otros modelos son generales en el sentido de estar diseñados para aplicarse a todos los problemas de política social.  Además, el marco de referencia de Strauss no da cabida a una reformulación de la situación del problema porque el problema fue definido para Strauss  por su cliente, el Chairman Ullman.  Pero con la excepción de reformulación del problema, el marco de diez elementos de Strauss contiene la mayor parte de los pasos analíticos recomendados por los modelos de Gallegher, MacRae y Moroney.

(El original contiene varias páginas de referencias bibliográficas).

MODELOS PARA ANALISIS DE POLITICAS

POLITICA INFANTIL Y FAMILIAR
James Gallagher

INTRODUCCIÓN:  LA FAMILIA AMERICANA Y LA POLITICA PUBLICA



Durante las pasadas últimas décadas la sociedad americana ha revelado su preocupación continua acerca del estado de la familia a través de un conjunto de políticas diseñadas  para ayudar a la familia a hacer frente (cope) a los stress y problemas de la vida moderna.  El apoyo se puso a disposición a través  de los servicios de trabajo social, previsiones educacionales especiales, más recursos para mejor nutrición y salud, más una variedad de programas para asegurar que las consecuencias de la pobreza no abrumaran a la familia y a sus miembros individuales.




La necesidad de modelos para evaluar la eficiencia de estos esfuerzos sociales y determinar lo que queda por hacer ha generado interés en sistemas de análisis de políticas que puedan conceptualizar estas complejas cuestiones que atañen a todos los segmentos de la sociedad.  Uno de estso modelos tal como se aplica a las políticas infantiles y familiares es el foco de este capítulo.



Se ha hecho cierto número de intentos por resumir las tendencias en las disposiciones tradicionales de vida familiar.  Bianchi y Farley (1959) resumieron seis tendencias más importantes:

1. Edad del primer matrimonio ha aumentado, y una creciente proporción de aquellos que se casan eventualmente se divorcian.

2. Las mujeres tienen mucho más tendencia ahora que en el pasado a ser cabezas de sus propias familias.

3. Un número cada vez menor de niños viven en familias que incluyen a ambos padres.  Actualmente, menos de la mitad de los niños negros menores de 18 años viven con sus dos padres.

4. Una proporción mucho más alta de los nacimientos de la nación ocurren en mujeres solteras.

5. Las diferencias en las disposiciones de vida familiar están asociadas con diferencias sustanciales en el bienestar económico.  Entre ambas razas, fracciones decrecientes de la población viven dentro de familias donde el nivel de entrada per cápita es alto;  proporciones crecientes viven en familias que tienen las entradas más bajas.

6. La tendencia que se aleja de la estabilidad familiar puede observarse tanto en las familias negras como blancas.  Sin embargo, los cambios han sido mayores entre los negros, y las diferencias raciales son ahora mayores que cuando Moynihan escribió The Negro Family (1965) o que en cualquier otro tiempo desde la Segunda Guerra Mundial.

 

Ninguna de estas tendencias puede suponerse que sea totalmente favorable, por decir lo menos, y ha persistido un sentimiento de que la política social puede y debe ser usada como herramienta para mejorar las circunstancias de la familia y para entregar oportunidades para un mejor desarrollo infantil y adaptación familiar.



Schorr (1979) ha argumentado que existen tres tradiciones importantes en los Estados Unidos que operan como una barrera para la políticas general familiar.



Primero, nuestras metas son individualistas.  Aunque puede parecer que la persecución del desarrollo individual ha alcanzado nuevas alturas, liberación e igualitarismo (niño con relación al padre, esposa con relación al esposo y viceversa) están  insertos en nuestro carácter nacional desde los tiempos coloniales.  Segundo, como ciudadano somos profundamente suspicaces y opuestos al gobierno.  Finalmente, la naturaleza de nuestro proceso político no se presta para un acuerdo amplio sobre los principios a los cuales las políticas subsiguientes deban subordinarse.



Schorr siente que a menos que estas tradiciones se eliminen o se reduzcan fuertemente, entonces es poco probable que políticas gubernamentales importantes relacionadas con las familias entren en vigor.



Por razones anotadas arriba, parece probable que la política pública acerca de cualquier dimensión amplia de la sociedad americana tal como la familia será hecha gradualmente, cuestión por cuestión, toma de decisiones.



Zimmerman, Mattesich y Leik (1979) dirigieron una encuesta de legisladores de Minessota sobre sus actitudes hacia las políticas y metas familiares.  Concluyeron que los legisladores reaccionaban más favorablemente hacia aquellas políticas que ayudaban a las familias con problemas especiales tales como retardado mental, enfermedad mental, maltrata infantil, pobreza, incapacidad física, ancianidad, paternidad soltera, delincuencia, status de grupo minoritario, y cesantía.  Los  legisladores aprobaban mucho menos amplia iniciativas de políticas que ayudaban a todas las familiar con niños pequeños.  Está claro que una política amplia y universal tiene menos prioridad y menos atractivo que las políticas específicas que tratan con problemas críticos.



La implicación de esta conclusión es que probablemente habrá una multiplicidad de acciones tomadas para tratar partes pequeñas de problemas sociales más grandes.  Estas acciones necesitarán cuidadoso análisis para ver cómo calzan con otras políticas, y si aumentan (o disminuyen) el bienestar de todas las familias.

POLITICA PUBLICA Y LA COMUNIDAD ACADEMICA : EL PASADO



Habitualmente surgen nuevos métodos debido al fracaso de los procedimientos viejos.  Tal es el caso aquí.  Pueden identificarse dos estrategias importantes que se han empleado por parte de los líderes de políticas públicas para ganar sabiduría de la academia en las pocas últimas décadas.

El enfoque de comisión  (Commission approach)



El primero de estos puede denominarse enfoque de "comisión cinta azul".  En este caso, un punto social particular como la delincuencia, o la familia, o el bienestar, se identifica.  Una comisión puesta por los más distinguidos profesionales disponibles enseguida se reúne y se les pide dar su mejor consejo y ayuda al gobierno sobre la verdadera naturaleza del problema,  junto con sus sugerencias sobre maneras de remediar el problema.



Ejemplos recientes de la estrategia de comisión son el informe Carnegie sobre la familia y el último informe de la Comisión Presidencial sobre Salud Mental (1978).  En el caso del Keniston, la comisión fue convocada por una fundación privada, pero con una clara intención de afectar la política pública.  Las fallas del enfoque de "comisión cinta azul" reside en la dificultad de hacer una transición desde lo que los expertos conocen sobre el problema hasta algunos programas de gobierno factibles o manejables.  No es raro que comisiones hagan recomendaciones que son tan imprácticas y costosas en su implementación que son rechazadas de plano por los políticos.  Tampoco las comisiones dan a menudo consideración seria al problema de insertar nuevos programas recomendados dentro de una red de entrega de servicios ya existentes.



Para tomar un ejemplo, un comité del National Research Council (1976) recientemente publicó un libro titulado Towqrd a National Policy for Children and Families en el cual se presentaba una serie de recomendaciones por parte de un panel de distinguidos cientistas sociales.  Su primera recomendación era un auténtica bomba de tiempo:  Una política nacional para niños y familias tienen el ingreso mínimo necesario para satisfacer adecuadamente la alimentación, el techo y el cuidado para sus hijos.  Ningún niño debiera estar privado del acceso a un nivel de vida familiar de por lo menos la mitad del nivel de ingreso medio familiar (después de los impuestos) durante un período sustancial de su infancia y esta entrada no debería caer por debajo de los niveles de pobreza definidos por el gobierno incluso durante períodos cortos.  Esta meta puede satisfacerse mediante:  aumentos en los niveles de actividad en la economía para reducir el desempleo y alistar más miembros de la familia dentro de la fuerza de trabajo, el empleo público y los programas de entrenamiento para los pocos calificados y los difíciles de emplear, y redistribución directa de la renta (p.5).



Los políticos que ven estas recomendaciones comprenden muy rápidamente que exige una reforma importante de nuestros sistemas político y económico.  No se dan cifras cuantitativas que pudieran sugerir cuanta inversión gubernamental se requeriría, o cuál sería el resultado esperado, para no decir nada de las posibles consecuencias no buscadas de tal política masiva de redistribución del ingreso.



No es de sorprender que la mayoría de las figuras políticas clasifiquen tales recomendaciones con otras metas piadosas, tales como "ningún niño con problema de salud debe quedar sin tratamiento" o "todos los niños debieran recibir máximas oportunidades educacionales".  Los políticos saben que hay una brecha, incluso una grieta enorme, entre lo que es y lo que debiera ser en la sociedad,  pero lo que ellos quisieran conocer de parte de la academia son las dimensiones, el costo, y la secuencia de actividades necesarias para construir un puente entre nuestro estado actual y nuestras metas.  Es esta información lo que la academia ha sido incapaz de entregar.



En general, las comisiones de estudio han servido admirablemente para resumir problemas sociales pero rara vez han proporcionado sugerencias útiles para políticas nuevas que fueran prácticas y capaces de ser implementadas.  Ciertamente, algunos administradores astuto o legisladores han sido acusados de establecer comisiones de estudio a fin de demorar la toma de decisiones sobre cuestiones importantes, pero dolorosas.



Una excepción a las afirmaciones generalmente vacuas de las comisiones es el trabajo clasificación (labeling) de niños por una comisión establecida por Hobbs.  (1974).  Con la ayuda de más de 50 profesionales que escribieron sobre diversos aspectos del tópico, Hobbs produjo un erudito estado de arte sobre los efectos de clasificación en los niños, junto con un concienzuda consideración de estrategias alternativas y sugerencias de pros y contras de cada estrategia.  Sin embargo, incluso en este caso, los costos y consecuencias no fueron explícitamente documentados.  La mayoría de las comisiones no tienen ni el tiempo ni los recursos para tal estudio cuidadoso y, en consecuencia sus productos a menudo resultan sólo en reafirmaciones de lo obvio, poniendo las cuestiones difíciles de los costos y las consecuencias nuevamente en la falda del político.

El enfoque de ascendiente experto


Una segunda estrategia importante por la cual la ciencia social ha influido en la política en el pasado es el enfoque guru.  En este caso, una agencia particular o comité legislativo identifica a un distinguido académico en cuyo juicio confían para que les aconseje sobre direcciones de políticas en un campo particular.  Así, uno puede encontrar a los mismos individuos testificando repetidamente (siguen 4 líneas del texto ilegibles en la fotocopia).



Lo que los políticos públicos han encontrado a menudo, para su pesar, era que su guru particular no reflejaba un consenso profesional, ni tampoco su expertizaje en pediatría significa que él sea capaz de hacer la importante traducción desde el conocimiento académico de la implementación política manejable.  Por ejemplo, un experto en entrega de servicios de salud puede no tener una clara comprensión de la organización de la burocracia, el complejo sistema de entrega de salud, o las cuestiones políticas que inciden en estas organizaciones.

BARRERAS PARA LA COOPERACIÓN ENTRE LA ACADEMIA Y LOS QUE TOMAN LAS DECISIONES



Parece existir cierto número de fuerzas que están operando para impedir que la comunidad académica y la comunidad política capitalicen en sus intereses mutuos.

RIVALIDAD ENTRE LOS PRACTICANTES DE CONOCIMIENTO Y LOS DE PODER



Primero, existe una rivalidad natural entre aquellos que tienen el poder y aquellos que tienen el conocimiento.  Berle (1969) en su perceptivo libro sobre los usos del poder, hizo la analogía que toda cultura tiene sus sacerdotes que recolectan y mantienen el conocimiento y sus reyes que colectan y usan el poder.  Estos dos grupos a menudo se encuentran en conflicto entre sí, y sin embargo son atraídos juntos por su mutua dependencia.  Mientras los reyes pueden ser suspicaces del conocimiento de los sacerdotes, ellos necesitan la sabiduría de los sacerdotes para tomar buenas decisiones sobre cuestiones científicas profesionales complejas.  Por otra parte, los sacerdotes pueden estar preocupados por los usos inadecuados del poder, pero ellos necesitan a los reyes si desean traducir sus ideas en términos de acción social.  En muchos respectos, el análisis de la política social  y sus diversos brotes proporcionan un método para reunir a estos dos grupos con sus diferentes valores, objetivos y modos de ejecución.

SENTIDO DE LOS RECURSOS LIMITADOS



Nuestras necesidades sociales en rápida  expansión nos han forzado a centrar la atención en las demandas casi ilimitadas que pueden hacerse al tesoro público por parte de las necesidades sociales percibidas de la ciudadanía.  Sin embargo, el primer empujón serio de la planificación a largo plazo y el análisis pareció surgir primariamente como resultado del presupuesto en rápida expansión del departamento de Defensa coincidente con la Guerra de Vietnam.  Al mismo tiempo, el Secretario de Defensa Rober Mac Namara introdujo una serie de modelos de planificación y decisión destinados a poner bajo cierto grado de control el presupuesto rápidamente creciente de nuestra cuatro servicios militares.  Estos procedimientos requerían que las agencias que pedían recursos hicieran una clara declaración de metas y objetivos, un análisis de estrategias alternativas, y un intento de evaluar la ejecución tanto desde un punto de vista de administración como de programa a fin de permitir que el que tenía que tomar la decisión clave alcanzara ciertas elecciones razonables entre programas y pedidos en competencia.

¿CUÁNTO ES SUFICIENTE?



La figura 1 presenta un detalle de los fondos gastados en North Carolina en una variedad de programas infantiles.  Las cifras son impresionantes y desconcertantes.  Podemos ver una gran diversidad de recursos asignados, pero cómo podemos determinar si las proporciones correctas están siendo gastadas para alcanzar importantes objetivos sociales?  ¿Debe gastarse más dinero en salud o más en educación?  ¿La comparación de los gastos cuidado infantil y los gastos educación revelan alguna necesidad insatisfecha?  Tenemos herramientas limitadas para ayudarnos a contestar tales preguntas y como cada agencia puede responder ayudándonos a pedir aumentos crecientes en sus presupuestos cada año, los que toman las decisiones se enfrentan con presupuestos galopantes de crecimiento mientras están relativamente indefensos para hacer juicios informados.

LA PLANIFICACION COMO INVENTO "FORANEO"



A veces es difícil recordar que sólo dos cortas décadas atrás, las decisiones claves de los Estados Unidos consideraban el "ad hocismo" como una manera deseable de satisfacer nuestros problemas nacionales.  Nuestros vastos recursos habían permitido sobrevivir a dos guerras mundiales con poca preparación previa y contribuido al sentimiento de que todo era posible si colectivamente poníamos nuestras energías y recursos para esa tarea.  Este sentimiento de optimismo ingenuo sobre nuestra invulnerabilidad contra los daños del tiempo o sorpresas desagradables ahora ha disminuido con nuestras experiencias en Vietnam y nuestra escasez de bencina.  Ya no creemos poseer todos lo recursos necesarios para permanecer independientes en el mundo.



Este nuevo punto de vista que los americanos deben conservar y aplicar nuestros recursos limitados en forma eficiente ha tenido mucho que ver con el creciente desarrollo de, y el interés en, la planificación y el análisis de programas.  Ya que ya  no parecemos tener los recursos para hacer incluso las cosas que sentimos necesarias, se vuelve doblemente importante que asignemos los recursos existentes en forma eficaz a fin de ganar el máximo de beneficios de lo que tenemos.

DUDAS RESPECTO A LA EFICACIA DE LOS PROGRAMAS



Una razón de la popularidad de la planificación y el análisis de programa proviene de la preocupación acerca de la eficacia de diversos programas de salud, sociales, y educacionales.  Ya no pueden haber dudas, por ejemplo, de que el público americano se ha estado volviendo cada vez más escéptico sobre el valor o la calidad de la educación pública.  El rápido desarrollo de los tests de competencia mínima para asegurar las destrezas básicas en los graduados de enseñanza media es una indicación clara de la sospecha pública de que las escuelas públicas no están alcanzando las metas declaradas.



El agudo aumento de rechazos de bonos escolares sugiere también una falta de apoyo público sólido para la educación, y los gritos pidiendo responsabilidad educacional se oyen a través del país y son síntomas de un extrañamiento importante del público con respecto al establecimiento educacional.  El informe Coleman presentó el punto de vista de que la calidad de las escuelas no hacía mucha diferencia en los logros escolares, o por lo menos era considerablemente menos influyente e importante que los antecedentes familiares.  Un volumen de seguimiento hecho por Jencks (1972) algunos años más tarde continuó el mismo mensaje, i.e., las escuelas son menos importantes que el hogar y el ambiente social en influencia sobre los niños. 



Dudas similares han surgido sobre la eficiencia de programas tales como el Head Star, y Title I de la Ley de Educación Elemental y Secundaria.  Un análisis que diferenciará entre programas eficaces e ineficaces obviamente representa un ahorro financiero importante para el público.  Permitiría el establecimiento de otros elementos de programa de mayor calidad para reemplazar aquellos que ya no parecen estar funcionando bien.



La primera generación de programas diseñados para atacar problemas de larga duración como la pobreza y la enfermedad mental ha parecido resultar considerablemente corto en términos de resultados, aún cuando los costos de los programas están en continua expansión.  La situación ha sido resumida por Weiss (1975):


Aparentemente hay algo que anda mal en muchos de nuestras políticas sociales y en muchos programas sociales.  No sabemos cómo solucionar algunos de los principales problemas que enfrenta la sociedad.  No aplicamos el conocimiento que tenemos.  Montamos programas de foco limitado para hacer frente a problemas de gran envergadura.  Dedicamos recursos limitados a problemas de larga duración y tenaces.  Por encima de todo, concentramos la atención en cambiar las actitudes y la conducta de los grupos que son nuestro objeto sin dar atención concomitante a las estructuras institucionales y las disposiciones públicas que tienden a mantenerlos como grupos-objeto (target groups).  Ha llegado el momento de poner más de nuestros talentos de investigación en fases aún más tempranas del proceso de política, en trabajo que contribuya  al desarrollo de esquemas y prototipos. Necesitamos más investigación sobre los procesos sociales y las estructuras institucionales que soportan los problemas de la sociedad.

 

La fuerte tendencia a la economía y la revisión de programas visibles ahora probablemente tenga su origen en los presupuestos siempre crecientes para servicios sociales, de salud y educación combinados con información sobre dudosos éxitos de programas.



Una cosa es hacer una lista de las razones por las cuales son necesarios los análisis de políticas;  otra cosa es sugerir que se les prestara atención cuanto estén listos.  La medida en que los análisis de políticas sociales influyen en las decisiones de las políticas federales puede ser juzgado por la presentación de un experimentado ayudante legislativo en el Congreso de once factores que influyen en la legislación educativa federal.  El análisis de políticas sociales es el noveno de la lista, y los estudios de evaluación de programas son el número once.  Las cinco más importantes influencias son:

1. Juicio personal y valores personales de habitualmente no más de seis a diez miembros del Congreso y su personal.

2. Puntos de vista fuertes de amigos respetados y de confianza.

3. Supuestos sobre la economía  y el presupuesto.

4. Puntos de vista fuertes y esfuerzos de grupos de interés importante.

 

A pesar de este punto de vista actualmente pesimista, el desorden resultante de los modos actuales de comportamiento hacen inevitable que los que toman las decisiones busquen procedimientos más predecibles y defendibles.

MODELOS DE ANALISIS DE POLITICA SOCIAL



Dado que el análisis habitualmente implica la recolección o síntesis de datos, ha menudo se lo compara con la investigación y la evaluación.  Sin embargo tiene un carácter  distintivo que lo diferencia tanto de la investigación como de la evaluación.



El análisis de políticas a menudo usa análisis de datos secundarios, rara vez depende de un diseño experimental, hace explícito la orientación valórica del analista y, sobre todo, tiene un tiempo  retorno de 3 a 6 meses, lo que lo hace potencialmente útil para los que deciden políticas.  Abundan muchas diferentes definiciones formales Gil ha definido la política social como principios o cursos de acción  destinados a influenciar:

1. La calidad general de la vida en la sociedad.

2. Circunstancias de la vida de individuos y grupos,

3. La naturaleza de las relaciones intra societales entre los individuos, grupos y la sociedad como un todo.

 

Me inclino por aceptar la definición de análisis de política social propuesta por MacRae y Wilde (1979): "Análisis de política es el uso de la razón y la evidencia para elegir la mejor política entre un número de alternativas".  Esta definición pone el énfasis en la decisión más bien que en la descripción.



Zimmerman ha identificado que el análisis de política tiene dos características esenciales:  es orientado a decisiones y es anticipatorio.  La evaluación de programa o la investigación de evaluación, en su preocupación por los resultados del programa se preocupa necesariamente con el desempeño pasado lo que, a su vez, puede estimular la búsqueda de nuevas direcciones y enfoques.  Así, en ocasiones la evaluación de programa puede ser considerada como parte del análisis de políticas.  El análisis de política incluye también análisis de costo-beneficio de opciones en términos sociales, económicos y psicológicos con miras a eliminar las alternativas inaceptables.  Por su misma naturaleza, el análisis de política está consciente de los valores.  De hecho, Moroney en el capítulo 3 argumenta que las consideraciones de valor forman el corazón de cualquier análisis.



Beckman ha tratado de identificar aquellas técnicas que forman la esencia del análisis de política.  En su opinión estas técnicas incluyen:

1. La identificación de políticas previas y su origen.

2. La identificación del contexto histórico y ambiental de las alternativas de decisión.

3. La identificación de valores de grupos adyacentes en pro o en contra de una solución particular del problema y en pro de la aplicación de costo-beneficio y criterios de equidad eficiencia a las opciones de política.

 

En la Tabla 1, Nye y McDonald presentan tres modelos de investigación de política familiar que lo distinguen de los esfuerzos por defenderla.  Cada procedimiento enfatiza análisis de datos secundarios y a audiencias  no profesionales como grupos objeto de las actividades de análisis.  Aunque los valores juegan una parte importante en el análisis, hay una base cuantitativa para el análisis no requerida para defenderlo.  Aún así, hay la necesidad de una metodología sistemática y predecible a ser aplicada al análisis.

TABLA1:  DISTINCIONES ENTRE POLITICA FAMILIAR Y ABOGACIA DE LA POLITICA FAMILIAR.

	Actividades de Investigación en política familiar
	Meta o Producto
	Método de Análisis
	Audiencia

	Investigación de Evaluación Familiar
	Una evaluación del grado en que los programas sociales logrado sus metas declaradas para miembros individuales y para la familia como unidad.
	Empírico:  Análisis de datos primarios y secundarios
	Gente que toma decisiones de política pública y administradores de programas.

	Análisis del impacto familiar
	Una evaluación de las consecuencias buscadas y no buscadas de políticas específicas y de programas sobre las familias implicadas
	Empírico:  Análisis de datos primarios y secundarios, simulación en computador.
	Gente que toma decisiones de política pública

	Investigación para política familiar
	Una evaluación de las consecuencias de la estructura familiar y de los tipos de familia en los miembros de la familia y la sociedad.
	Investigación en análisis de datos secundarios o interpretación. No empírico:posiciones tomadas se basan en compromiso con valores familiares básico y/o familiarización con investigación existente de política familiar
	Profesionales en ejercicio.  Gente que toma decisiones, legisladores y el público que vota.


MODELO PARA GENERACION DE POLITICAS



La experiencia en el Bush Institute de la University of North Carolina en Chapel Hill ha hecho que el autor distinga dos tipos de análisis.  Un tipo de análisis de políticas trata de reunir las estrategias posibles para encontrar el enfoque más viable a un problema dado un modelo para generación de política.  El segundo enfoque implica analizar la implementación de políticas ya en vigor para determinar si están o no logrando sus metas.  La Tabla 2 resumen los pasos más importantes para cada uno de los dos modelos.



Cada uno de estos modelos tiene estrecha semejanza con un modelo de decisión ya existente.  Este modelo, que ha demostrado ser útil para las actividades de planificación de programas, debe su nacimiento a interés del gobierno federal por controlar el costo de los programas de defensa y bienestar social.  La Figura 2 proporciona una versión esquemática del modelo de decisión.

TABLA 2:  DOS MODELOS DE ANALISIS DE POLITICAS

	Modelo de Generación de Políticas
	Modelo de Implementación de Políticas

	1. Reformulación del problema 
	1. Formulación del problema

	2. Establecimiento de los criterios de análisis
	2. Descripción de la política actual

	3. Síntesis de información
	3. Base de valor para la política

	4. Estrategias alternativas
	4. Aplicación de la política

	5. Criterios para elección de estrategias
	5. Objetivos alcanzados del programa

	6. Plan de implementación.
	6. Barreras indentificables para la implementación:

a. Institucionales.

b. Psicológicas

c. Sociológicas

d. Económicas

e. Políticas

	
	7. Recomendación para la acción.


 

Aunque el modelo de decisión tiene muchas variaciones, todos enfatizan la importancia de una clara formulación de las metas y objetivos, el análisis de las estrategias alternativas, y la identificación de los criterios para la elección, así también como la inclusión de evaluación del programa y retroalimentación en la planificación y el proceso de toma de decisiones.  En las secciones que quedan, me extenderé sobre las acciones requeridas por cada paso de los dos modelos bosquejados en la Tabla 2 y mostraré como estos modelos se vinculan con el modelo de decisión más antiguo.

REAFIRMACIÓN DEL PROBLEMA
 

En el análisis de políticas, las cuestiones y problemas a menudo son elegidos por los que hacen las políticas, lo que crea una situación muy distinta a la del campo de investigación en el cual el problema generalmente es elegido por el investigador.  Cuando el problema de política es presentado al analista, a menudo se presenta en términos limitados o provincianos y tiene que ser reformulado antes de que pueda empezar un análisis de política eficaz.



No es raro que el analista se enfrente con cuestiones tales como si deben respaldarse directrices federales sobre personal para cuidado diurno, o si debe abolirse el PL 94/102 (Ley de Educación para todos los niños minusválidos).  Estas son cuestiones que deben ser reformuladas para plantear un punto mayor si quiere hacerse un análisis significativo.  Las cuestiones deberían traducirse así "¿Cómo la clase y número del personal de cuidado diurno influye en el niño en desarrollo? O ¿En qué  formas todavía no estamos proporcionando servicios eficaces de educación a los niños minusválidos y sus familias?".



La esencia de la formulación de un problema es que tiene un importante contenido de política, estrategias disponibles que son política y profesionalmente factibles, y datos disponibles, o fácilmente accesibles, lo que ayuda en el análisis.  La reformulación de un problema también tiene semejanza con la formulación más tradicional de necesidades en el modelo de decisión familiar.



Necesidades.  El primer aspecto del modelo de decisión es una clara formulación de necesidades.  Debe existir una necesidad identificable, definible, y cuantificable antes de que pueda diseñarse los elementos de un programa adecuado.  La formulación de necesidades puede ser formulaciones muy amplias, tales como "las personas están enfermas y no están recibiendo tratamiento adecuado de salud", o "los niños están siendo educados inadecuadamente", o "no hay facilidades de rehabilitación para los adultos".  Sin embargo, para que el análisis de necesidades sea de máxima utilidad en el proceso de planificación, se requiere una formulación mucho más precisa y cuantitativa.



Queremos conocer no sólo que "la gente está enferma y no está recibiendo tratamiento", sino también su número y la naturaleza exacta de sus enfermedades.  Esta información permitiría hacer alguna estimación del tipo de tratamiento necesario, así también como el número de profesionales adicionales necesarios para entregar el tratamiento.  Si los niños con problemas de aprendizaje necesitan educación especial, por ejemplo, entonces un conocimiento de cuántos de estos niños existen será esencial hacer estimaciones de presupuesto o de personal requeridos para satisfacer sus necesidades.



Para ilustrar las dificultades que se encuentran a veces al hacer estimación de necesidades, el número de niños con dificultades de aprendizaje en Estados Unidos se estime que fluctúa entre el 1-20% de la población de estudiantes.  La amplia disparidad de estas estimaciones de necesidades hacen difícil, si no imposible, proporcionar un plan racional para manejar este problema.  Esto pone una gran  responsabilidad en el analista para que afine la definición del problema y alcance algún consenso a partir de profesionales relevantes sobre el tamaño de las necesidades. 



En el pasado, tan pocos servicios había disponibles para muchachos y familias con problemas especiales que una estimación general del problema no era importante porque se podía contar con que los recursos quedarían cortos de todas maneras respecto a la estimación mínima.  Sin embargo, a medida que los programas sociales
 se han ampliado en personal y recursos financieros, se hace más importante ser preciso en la estimación del número de niños y familias con necesidades insatisfechas. 



Un ejemplo de reformulación de necesidades lo proporciona Mikow en relación con un análisis de políticas sobre servicio doméstico desplazado.  Las estimaciones actuales indican que 50% de todos los primeros matrimonios terminarán en divorcio.  El aumento de las tasas de divorcio, junto con una tasa de mortalidad masculina relativamente estable (que excede a las tasas cohorte femeninas comparables), se reflejan en el crecimiento de la incidencia de mujeres como cabeza de familias.  Más específicamente, en 1967, 11%  de todos lo hogares de Estados Unidos estaban encabezados por mujeres;  hacia 1977, la cifra había subido a 14% (U.S. Bureau of the Census, 1978).



Las mujeres cabeza de hogares tienen significativamente más probabilidad de participar en la fuerza de trabajo.  Setenta por ciento de todas las mujeres divorciadas tienen que trabajar, y 85% deben también cuidar a los niños.  aunque una proporción de estos hogares están compuestos de mujeres jóvenes con niños menores, un segmento rápidamente creciente de esta población, las dueñas de casa desplazadas, son de mediana edad joven y mayor al entrar en el status de cabezas de hogar.  La siguiente lista tomada del departamento del trabajo describe las características de la población de dueñas de casa desplazadas:

a) No ha trabajado en la fuerza de trabajo durante un número sustancial de años, pero durante esos años ha trabajado en el hogar entregando servicios no pagados a los miembros de la familia.

b) Ha sido dependiente de la asistencia pública o de los ingresos de otro miembro de la familia pero ya no es mantenida por ese ingreso;   o (2) está recibiendo asistencia pública debido a los niños dependientes de la casa, especialmente donde tal asistencia pronto terminará.

c) Está desempleada o subempleada y está experimentando dificultados para obtener o mejorar su empleo.  (Federal Register, 1980).

 

Se ha documentado bien que las familias encabezadas por mujeres tienen más posibilidad de experimentar pobreza que las familias encabezadas por hombres.  Como puede verse en la Tabla 3, 57,4% de todos los hogares encabezados por mujeres se agrupan en las tres categorías de ingreso más bajo, pero sólo 18.2% de familias encabezadas por hombres forman parte de esos grupos.




En 1960 había 4.51 millones de familias encabezadas por mujeres.  Hacia 1977, el número de familias encabezadas por mujeres había crecido a 8.24 millones, una tasa de crecimiento cuatro veces más rápida que la asociada con familias encabezadas por hombres (U.S. Bureau of the Census, 1978).  Como se hizo notar previamente, las mujeres cabeza de hogar corren un riesgo desproporcionalmente alto de ser pobres.  En 1977, la entrada media de las familias encabezadas por hombre era de $17.517, mientras que la entrada media de familias encabezadas por mujeres era $7.765.  Mientras las familias encabezadas por mujeres comprenden el 14.4% de todas las familias, ellas representan casi la mitad (49,1%) de todas las familias que viven en pobreza.  Casi un tercio de todos los hogares encabezados por jujeres (31.7% vivían por debajo de la línea de pobreza establecida federalmente en 1977.  La formulación de necesidades entonces es que más de 8 millones de familias están encabezadas por mujeres que tienen el riesgo de ser pobres, teniendo niños dependientes a los cuales cuidar y teniendo pocas destrezas de trabajo.

TABLA 3:  INGRESO DE FAMILIAS POR SEXO DE LA CABEZA DEL HOGAR.

(La tabla aparece en la página 52 del original).



Metas.  En el modelo de decisión hay habitualmente una estrecha relación entre las necesidades y las metas.  Una meta es definida como una formulación de intención general:  si uno identifica una necesidad, tal como "los niños están siendo educados inadecuadamente", entonces la meta llega a ser "educar a estos niños".  una formulación de meta habitualmente representa una formulación directa de la intención de cuidar una necesidad insatisfecha.  Como en el ejemplo previo, una meta para las dueñas de casa desplazadas sería ayudar a las mujeres cabeza de familia a adquirir destrezas relacionadas con el trabajo.



Un analista puede descubrir rápidamente que una estrategia particular de aumentar los servicios de cuidado diurno para niños preescolares recibe apoyo de muchos grupos que pueden tener metas muy diferentes en la mente.  Un grupo puede aumentar que la meta de los programas de cuidado diurno es permitir que más mujeres entren en la fuerza de trabajo proporcionando un ambiente de cuidado satisfactorio para sus niños pequeños.  La meta de aumentar la participación de las mujeres en la fuerza de trabajo puede ser una manifestación de los derechos de la mujer;  o del motivo más económico que las necesidades de la unidad familia requiere una entrada por la madre.  Una meta segunda y muy diferente para el establecimiento de programas de cuidado diurno podría ser realzar el desarrollo temprano de niños pequeños, particularmente niños que puedan tener riesgos de salud, psicológicos y de desarrollo.  Obviamente, estas dos metas podrían generar diferentes tipos de programas de cuidado diurno.



El plan para una evaluación del éxito del programa haría entrar el juego estas metas diferentes.  En el primer caso, "éxito" probablemente sería definido como un aumento en el porcentaje de mujeres en la fuerza de trabajo que tienen niños en programas de cuidado diurno.  Sin embargo, en el segundo caso la definición del éxito sería el mejoramiento del desarrollo o conducta de los niños en los programas de cuidado diurno.  No es raro encontrar proponentes de una política alternativa dada que la enfocan a partir de conjuntos de metas distintas y a veces contradictorias.



Objetivos.  Una de las principales contribuciones al análisis de políticas de la era de MacNamara, fue la demanda de que los objetivos del programa fueran formulados en términos cuantitativos.  Un objetivo cuidadosamente formulado requiere un conjunto de resultados de programa específicos y cuantitativos, junto con algún límite de tiempo para su logro.  Una formulación de objetivos se convierte en parte esencial de la evaluación del programa;  de otro modo uno estaría muy difícilmente llegando a un juicio respecto a la eficacia del programa.



Así, una meta formulada en general como "mejoramiento de los puntajes de lectura", debe ser traducida a un objetivo específico como "un niño de tercer grado debe ganar1.0 apos en puntajes de grado equivalente en el Test de Llogros Metropolitano de Junio, 1981".  Esta formulación es precisa en su cuantificación, y en el establecimiento de un tiempo límite dentro del cual las ganancias deben ser obtenidas.  También está claro que una formulación  tal es más o menos fácilmente verificable mediante técnicas normales de evaluación .  el director del programa, y aquellos que desean revisar el programa, pueden con esto tener una estimación clara y directa para ver si se están satisfaciendo o no los objetivos del programa.



Sin embargo, la traducción de metas amplias y generales a objetivos específicos en los programas sociales, no siempre es fácil.  Por ejemplo, una meta educacional general y vaga de "mejorar el autoconcepto a través de un programa de educación especial"  bien podría traducirse en una formulación de objetivo de  mejoramiento en 20 puntos percentiles de alguna escala de autoconcepto.  Pero si la escala particular no mide precisamente el autoconcepto como fue concetualizado originalmente en la meta más amplia, entonces se ha creado una ilusión.  Si la medición de objetivos es pobre, entonces se ha creado una meta general ha sido obtenida cuando, de hecho, todo lo que ha sucedido ha sido algún cambio en el instrumento de medición.  La Tabla 4 indica las distinciones entre metas y objetivos.



Hay dos tipos de objetivos utilizados en los modelos de decisión, administrativos y de programa.  Los objetivos administrativos son formulaciones relacionadas con la administración eficaz o aspectos de ingeniería del programa.  Un objetivo administrativo común en educación podría ser "contratar tres profesores de educación especial necesarios para desarrollar el programa".  Uno entonces podría juzgar si ese objetivo habría sido obtenido identificando meramente las personas apropiadas del listado del personal del programa.  El logro con éxito de los objetivos administrativos no implica que el programa haya alcanzado los objetivos del programa.



Un objetivo de Programa;  entonces, implica algún cambio en el grupo objeto (target group) del programa, sea si ese cambio es la conducta de los niños, las actitudes de los padres, o el nivel de ingresos de la familia.  Se espera algún cambio demostrable en la dirección favorable antes  de que uno pueda pronunciar que un programa es eficaz, al margen de si los objetivos administrativos hayan sido desarrollados con éxito.



La importancia de un resultado mensurable en el modelo de decisión es evidente.  Las formulaciones input de programa de "nuevos profesores" o "más equipos" o "más pediatras en áreas rurales"  llegan a ser importantes sólo cuando van apoyados por mejoras demostrables en los objetivos del programa.  La Tabla 5 resume la relación esencial entre las necesidades, las metas y los objetivos a través de un ejemplo específico.

ESTABLECIMIENTO DE CRITERIOS DE ANALISIS



En este segundo paso del análisis de políticas, las variables que forman la base para analizar la política están establecidas.  En esta etapa los valores del analista entran en pleno juego, así también como los valores de aquellos que pidieron el análisis en primer lugar.  En una sociedad con diversos sistemas de valores, es imposible alcanzar un consenso total sobre los criterios a ser utilizados al analizar cuestiones (e.g. mujeres en la fuerza de trabajo, o servicios para niños preescolares), pero los analistas deben explicar claramente los valores subyacentes a los criterios elegidos.



En el modelo de decisión mostrado en la figura 2, esta etapa de establecimiento de criterios de análisis se nota en el equilibrio de recursos, limitaciones, y los criterios de selección respecto a los cuales se hace una estrategia de elección. 

TABLA 5:  RELACION DE METAS, OBJETIVOS Y NECESIDADES

	Necesidades (el problema)
	Un análisis de necesidades ha revelado que 20% de niños en áreas de pobreza no reciben los requerimientos mínimos diarios de proteínas y hierro en su dieta regular.

	Metas (formulación de Intención del programa) 
	Proporcionar mejor nutrición para niños que están en circunstancias especiales de necesidad.

	Objetivos administrativos (elementos necesarios del programa en el lugar)
	Distribuir abastecimiento de suplementos nutricionales a centros o personal encargado de la responsabilidad de proporcionar estos elementos

	Objetivo del programa (cambios esperados en el grupo objeto)
	Noventa por ciento de los niños previamente identificados como sufriendo de deficiencia de proteínas y hierro habrán demostrado tener una dieta adecuada alrededor de Septiembre de este año.


 

Un ejemplo de tales criterios analíticos es dado por Samuels (1980) quien estableció cuatro criterios para evaluar un programa estatal de selección de menores minusválidos.  Estos criterios son:

1. Equidad vertical.  El tratamiento desigual de desiguales de modo de hacerlos más iguales.  Dado que el rico paga más impuestos para selección que los pobres, la selección universal sería consistente con un criterio de equidad vertical.

2. Eficiencia. La eficiencia es definida como ese uso de recursos que producirá el máximo beneficio.  Si, por ejemplo, un estado descubre 10% de 80.000 niños nacidos en un año dado, será esto un uso eficiente de los recursos ¿Los infantes identificados y seguidos recibirán servicios apropiados, y en caso afirmativo, los servicios serán eficaces?.  Más específicamente, ¿los servicios producirán los efectos que sean de mayor valor que el costo combinado de identificación, seguimiento y servicio de entrega?.

3. Derecho a la privacidad.  El Juez Brandeis escribió una vez que el derecho del individuo a que lo dejen tranquilo es el derecho más valorado del hombre civilizado.  El recolectar registros de niños en riesgo y sus familias parecería ser una violación de tales derechos, a menos que se incluyan cuidadosas medidas de protección dentro del programa (tales como consentimiento parental exigido antes de que los datos sean transferidos de una agencia a otro).

4. Evitación de estigmas.  La estigmatización significa que algunos individuos son clasificados como diferentes de una manera negativa a los ciudadanos no afectados por la política.  El valor subyacente a este criterio es que todos tienen derecho a beneficiarse de programas gubernamentales sin que se les tenga que atribuir déficits, debilidades o patologías a su carácter.

 

Estos cuatro criterios no son independientes uno de otros, y la selección final de políticas requerirá alguna forma de compromiso.  También, diferentes analistas de políticas podría elegir conjuntos de criterios diferentes mediante los cuales juzgar estrategias alternativas.  La responsabilidad del analista es ser verídico al declarar sus criterios y no tratar de buscar algún consenso universal, dado que valores diferentes siempre causarán una elección de criterios diferentes en el análisis.  En este caso, por ejemplo, otros podría elegir "disponibilidad de tratamiento" o "precisión de diagnóstico" como criterios más importantes para el programa de selección.



En el modelo de decisión, la selección final de objetivos está

(falta fotocopia página 36).



Es comprensible que diferentes grupos de interés profesional lucen por sus propias estrategias favoritas en este conjunto.  Uno de los componentes más importantes del modelo de decisión es la generación de una variedad suficiente de estrategias para alcanzar las metas y objetivos que han sido establecidos.  Una falla común en la toma de decisiones públicas parece ser un salto prematuro hacia una estrategia particular sin una discusión plena de adecuada de las alternativas.  Una vez que se ha tomado la decisión de apoyar públicamente una estrategia tal como "centros de cuidado diurno" o "bonos eduacionales", o "medicarse " (cuidado médico), entonces el que toma la decisión está en posición sólo de defender la elección prematura y no es probable que revise las alternativas que podrían alcanzar el mismo objetivo con mayor eficiencia y efectividad.



Por ejemplo, con un número creciente de madres de niños preescolares, fuera del hogar gran parte del día, hay la necesidad de alguna clase de "padre sustituto" para satisfacer las necesidades de los menores.  Gran parte de la discusión que rodeó esta cuestión se ha enfocado en una o dos estrategias visibles que han sido adelantadas como posibles soluciones,  pero queda una amplia gama de opciones que necesitan estudio y análisis.  Una lista de algunas opciones se presenta más abajo para ilustrar la posible gama:

1. El establecimiento de centros públicos de cuidado diurno para todos los niños preescolares.

2. El establecimiento de centros públicos de cuidado diurno y servicios para niños con necesidades especiales (i.e., pobres o minusválidos).

3. Bonos para cuidado infantil dados directamente a los padres de bajos ingresos que pueden ser intercambiados por servicios de cuidado infantil a su elección.

4. Un impuesto a la renta negativo que proporcionaría más recursos a las familias con ingresos bajos para gastar en las necesidades de cuidado infantil, así como en otras necesidades.

5. Cuidado infantil apoyado por la industria, en el cual las grandes organizaciones comerciales e industriales establecerían, para sus empleados, servicios de cuidado infantil que permitiría que las madres que trabajan tengan a su niño cerca durante el día.

 

Estas estrategias enseguida puede ser comparadas contra el conjunto de criterios elegidos para el análisis, como se muestra en la Tabla 6.

CRITERIOS PARA ELECCIÓN DE ESTRATEGIAS

 

Una etapa en la cual los valores del analista pueden jugar un rol significativo en el establecimiento de los criterios contra los cuales pesar el conjunto de estrategias.  Una lista de los del presente ejemplo puede ser vista en la matriz de la Tabla 6.  Un una etapa anterior. Se establecieron criterios que definían el análisis mismo.  En esta etapa, estamos buscando las dimensiones de valor que pueden separa a las estrategias alternativas.

TABLA 6:  CRITERIOS PARA ELECCIÓN DE ESTRATEGIA (CUIDADO INFANTIL).

	Estrategias
	Costo Personal disponible
	Factibilidad política
	Tiempo de iniciación
	Experiencia pasada.

	1. centros públicos de cuidado diurno para todos los niños
	
	
	
	

	2. programas de cuidado diurno para niños pobres y minusválidos
	
	
	
	

	3. bonos de cuidado infantil para padres de ingresos bajos.
	
	
	
	

	4. impuesto a la renta negativo
	
	
	
	

	5. cuidado infantil apoyado por la industria
	
	
	
	


 

Muchos de estos criterios pueden darse por descontado que aparecerán en casi cualquier análisis mientras que algunos serán específicos para la cuestión en particular.  El costo es un ejemplo de un criterio universal.  El costo parecería ser el principal factor negativo respecto a la estrategia, "cuidado diurno para todos".  Los costos para costear tales servicios parecerían exceder lo que la sociedad está dispuesta a invertir en este momento.  La opción "cuidado diurno para niños con necesidades especiales"  también sería una carga financiera sustancial,  pero mucho menos que los servicios para todos.  El costo eventual de un programa tal como "bonos educacionales" o "impuesto a la renta negativo" serían menos seguros y pueden necesitar ser analizados por la analista.  Multiplicar el tamaño esperado del bono por el número de niños que se estima necesitan el servicio dará una estimación del costo total de esta estrategia.



De modo similar, el costo proyectado de un impuesto a la renta negativo puede ser calculado, dados ciertos supuestos del nivel en el que tal impuesto comenzaría y el número de personas que participan.  Innecesario es decir que la validez de tales proyecciones descansa pesadamente en la validez de los supuestos usados para hacer los cálculos.



Los recursos necesarios para llevar a cabo una política deben ser considerados al elegir una estrategia adecuada, como hicieron notar Sarason et al.:



Nunca hemos conocido una agencia de servicio humano de cualquier clase afirmada que tuviera los recursos para cumplir sus metas.




Continúan por sugerir que las semillas del fracaso de la política a menudo están en el supuesto de recursos ilimitados y crecientes tanto el dinero como en personal:

· El problema (de brindar cuidado médico adecuado) fue definido de tal manera que su solución requería entrenar muchos más médicos.

· Tal definición contiene la "solución"... pero... es una solución que vuelve insoluble el problema".

 

La mayoría de las estrategias nombradas arriba parecerían poseer algunos problemas serios de factibilidad política.  Esta es una de las mayores razones probablemente de que las decisiones públicas todavía no se han tomado respecto  al cuidado diurno.  La estrategia de "cuidado  diurno público para todos ha enfrentado seria oposición, no sólo  sobre la base de sus costos proyectados, sino debido a sospechas de que el cuidado diurno puede tener un impacto negativo de largo alcance en el niño y la familia.  Muchas personas mantienen una imagen de una familia americana idealizada con el padre que trabaja y la madre que se queda en casa para cuidar a los niños, dos o tres.  Ellos creen además que esta familia modelo se pone en "riegos" con el  establecimiento de los programas de cuidado diurno.  Los que se preocupan profundamente por el estado de la familia americana no están dispuestos a hacer nada que pudiera erosionar aún más los temblorosos vínculos dentro de la moderna unidad familiar.  Tal ferviente oposición, aún si se presenta por parte de una minoría de ciudadanos, puede tener serias consecuencias políticas negativas, y los más prudentes de los que toman las decisiones preferirían evitar estrategias con tal potencial para generar fuertes emociones negativas.



En términos de la estrategia de un "impuesto a la renta negativo" anotado en la Tabla 6 existen preocupaciones políticas adicionales sobre proporcionar "dinero sin trabajo" para nadie en esta sociedad, a menos que alguna necesidad o incapacidad individual especial haya sido identificada.  El apoyo de niños que obviamente son minusválidos, o en riesgo de futuras inhabilidades, parece tener la mayor viabilidad política.  El apoyo de programas para niños minusválidos ha sido grande y manifiesto y lo recibido, hasta el presente, poca crítica pública visible.  En términos de factibilidad política, entonces, la estrategia de proporcionar cuidado diurno para niños minusválidos parecía ser la mejor que las otras, aunque dejaría sin servicio a un gran número de niños no minusválidos sin servicio.



El analista  debiera recolectar opiniones de figuras políticas poderosas sobre estas estrategias, si es posible.  Las encuestas sobre el tema podrían ser otra fuente de datos para la matriz,  como lo podrían ser al posición pública de grupos tales como la AFI-CIO , la Cámara de Comercio, o los partidos políticos.



Otra dimensión que podría ser incluida en los criterios de decisión es el momento de partida de la iniciación de una estrategia, aunque habitualmente estos tiempos de partida debe ser calculado.  Por ejemplo, las estrategias 3,4,5, de la Tabla 6, requerirían alguna forma de legislación, lo que habitualmente significa que la implementación tendría que ser considerada en años más bien que en meses.  Aunque existe legislación estatal y federal para las estrategias 1 y 2, el problema esencial en la implementación sería la disponibilidad de personal entrenado y la apropiación de sumas considerablemente mayores que las que se disponen corrientemente.  A la larga, tales apropiaciones pueden tomar más tiempo que el hecho de obtener una nueva legislación.  En cualquier caso, el analista probablemente necesita decir alguno sobre la facilidad y prontitud relativas con las cuales puede implementar una estrategia.



El criterio final en la Tabla 6 es común a casi todos los análisis.  Representa una estimación de la eficacia relativa de las estrategias por la experiencia acumulada.  ¿Qué dice la literatura acumulada sobre la eficacia de los centros de cuidado diurno para mejorar el desarrollo de los menores? ¿Cuál ha sido la experiencia de los experimentos en mantención de ingreso? ¿Hay cosas que se pueden aprender de aquellos programas de cuidado diurno apoyados por la industria y que han sido probados?.  Una revisión cuidadosa de la experiencia pasada sería de esperar  como un medio para completar la matriz.



Sería de lo más inusual que una de las estrategias fuera superior a las otras a través de todas las dimensiones.  Si eso fuera verdad, probablemente no habría necesidad de una análisis de políticas por empezar.  Depende del analista y de aquellos que desean usar el análisis pesar las dimensiones de importancia relativa.  El analista puede estar más impresionado por la experiencia pasada, mientras el que toma las decisiones puede estar más impresionado por la factibilidad política y el costo.  No importa;  el analista debe trazar las dimensiones de la mejor manera posible, mientras comprende que el que toma las decisiones puede llegar a una conclusión diferente que aquella a que llegaría el analista, si tuviera el poder y la autoridad del que toma las decisiones.

PLAN DE IMPLEMENTACIÓN

 

Esta etapa representa uno de los aspectos más decisivos del análisis de políticas, porque en esta etapa el analista describe el posible diseño para poner en vigor la estrategia elegida.  No es raro encontrar que políticos luchan duramente por establecer un programa o estrategia  particular, y luego se relajan cuando la política está establecida por orden ejecutiva o acción legislativa.  Sin embargo, tales programas a menudo fallan, no por inadecuación de concepto, sino por implementación inadecuada.



Muchos nuevos actores entran en juego cuando se implementa una política social a gran escala.  La mayoría de estos actores no han tenido la oportunidad, previa a la implementación, de influir en el diseño de la política.  Las leyes son hechas por legisladores, pero puestas en vigor por los policías.  Si los policías son hostiles o antagoniza esa nueva ley particular, la implementación puede tener un camino difícil.  De modo similar, en educación, aunque a una nueva política puede establecerse a un nivel administrativo alto, a menos que reciba el apoyo total de los que tienen que ponerla en práctica -los profesores- entonces la política es poco probable que sea eficaz.



El diseño de la evaluación de programa puede (y debe) ser una parte clave de cualquier plan de implementación.  Aunque los objetivos específicos de programa agudizan nuestra capacidad para hacer afirmaciones precisas sobre los resultados esperados del programa, también hay varias reservas respecto a la medición de los resultados esperados del programa como solo indicador del éxito del programa.  Tal procedimiento tiende a pasar por alto importantes consecuencias no buscadas.  No es raro que un efecto ocurra en el programa que no fue ni calculado ni anticipado.  Por ejemplo, un objetivo de un programa específico de educación para niños emocionalmente perturbados podría ser una reducción de la agresividad física.  Puede ser que logremos nuestra meta de reducir los ataques físicos a otros, pero al mismo tiempo podemos estar poniendo ansiosos o tímidos a los niños objeto (target).  O el objetivo de un aumento de un grado de nivel en lectura en el programa Title I puede ser obtenido a expensar de hacer que los niños odien el colegio y se conviertan en cimarreros.  Claramente no es suficiente en ningún programa quedarse meramente con la evaluación del programa sobre los objetivos que han sido declarados por el director el programa.



Otros estudiosos en el campo de la evaluación, Scriven (1973) propuesto un sistema de "evaluación de meta libre" (goal-free evaluation) Scriven recomendaba que los evaluadores ignoraran las metas declaradas y objetivos del proyecto, y que en su lugar tratar de observar  y medir todo lo que le pareciera estar sucediendo y hacer su estimación sobre esa base sin ningún conocimiento previo de las metas y objetivos específicos que pueden influir en sus conclusiones.



La mayoría de los evaluadores harán un compromiso entre las dos posiciones extremas 1, la evaluación dirigida a metas y la evaluación de libre objetivo, pero también examinará otras dimensiones que puede suponerse van a ser afectadas, positiva o negativamente, por el programa mismo.



Las consecuencias no esperadas no son necesariamente negativas.  Por ejemplo, una evaluación de un programa de intervención para niños minusválidos preescolares, podría centrarse enteramente sobre el crecimiento de los niños minusválidos.  Al hacerlo, el evaluador puede pasar por alto ganancias positivas hechas por las familias.  Tales logros podrían incluir más atención parental y afecto a los hermanos, menores relaciones matrimoniales, y reducción del stress experimentado por los padres.  A menos que el evaluador tenga algún sentido o sensación de otros resultados, además de los planeados por el programa que podrían razonablemente esperarse, el plan de implementación no habría estado bien hecho.  Esta consideración habla de la importancia de tener una persona con conocimientos del programa haciendo la evaluación y la implementación del plan.

MODELO PARA IMPLEMENTACIÓN DE POLITICA SOCIAL

  

Un segundo tipo de análisis de política se enfoca en la evaluación de políticas ya establecidas que están en proceso de ser implementadas.  En vez de que el análisis ayude al que toma la decisión a elegir entre políticas alternativas, el análisis es diseñado ahora para ayudar al que toma la decisión a determinar cuán eficazmente la política está siendo implementada.  Existe, de hecho, una creciente sospecha de que cuando la política ha demostrado ser ineficaz, no lo es tanto por una elección inadecuada de una política alternativa, sino más bien a causa de una implementación ineficaz.  Las etapas que parecen relevante en este tipo de análisis son dadas en la Tabla 2.

AFIRMACIÓN DE UN PROBLEMA

 

Al efectuar un análisis de implementación de política, el primer paso es una revisión cabal del problema que generó la estrategia particular en primer lugar.  A diferencia del análisis de generación de políticas que dio al analista considerable espacio para firmar el problema, este análisis de implementación está obligado a tomar el problema tal como fue tratado.  Por ejemplo, la política de "educación para todos los niños minusválidos"  fue estimulada en gran medida por el fracaso continuo de programas locales y estatales para proporcionar servicios integrales y adecuados para algunos niños minusválidos.  Los programas de almuerzo escolar fueron generados por la realidad de que muchos niños parecían estar llegando al colegio sin nutrición adecuada.  El primer paso, entonces, al juzgar o evaluar una política particular es revisar los antecedentes del problema que la política fue diseñada para resolver.



El establecimiento o afirmación del problema es necesario para recordar al analista las fuerzas que estimularon la "solución" actual.  Por ejemplo, uno de los movimientos más fuertes en la educación reciente ha sido el desarrollo y uso de tests de competencia en una comunidad en todo el estado.  La fuente de este movimiento ha sido muy claramente una reacción pública ante las depresivas noticias sobre educación pública.  Una muestra de tales noticias a continuación:

· Los puntajes del Scholastic Aptitude Test (SAT) han caído desde una media de 473 en la sección verbal en  1965, a una media de 434 en 1975;  y de una media de 496 en la sección matemáticas en 1965 a una media de 472 en 1975.

· En 1975, el National Assessment of Educational Progress informó una baja en conocimiento científico entre estudiantes entre 1969 y 1973 equivalente a medio año de aprendizaje.

· Veintitrés millones de norteamericanos son funcionalmente iletrados, de acuerdo a un estudio auspiciados por el U.S. Office of Education.

· Encuestas comparativas de destrezas escritas muestra que jóvenes de 19 y17 años están usando un vocabulario más limitado y escribiendo en un estilo más corto, más tipo "silabario" en 1974 que en 1970.

· El American College Testing Program ha informado una baja en los puntajes promedios de los estudiantes que optan a admisión en la universidad.

· La Asociación de Publishers americanos revisó su guía de estudio para textos para universitarios de primer año en 1975, poniendo el nivel de lectura en el noveno grado.

· Los funcionarios universitarios, las firmas de empresas, y las agencias públicas están desoladas por la incapacidad de las personas más jóvenes para expresarse claramente por escrito.  (Clark & Thomson, 1976).

 

La rápida adopción de tests de competencia en los estados a través del país reflejó la opinión de los educadores que el público general deseaba establecer ciertas normas y niveles antes de entregar los diplomas de educación media (Gallagher, 1979).

DESCRIPCION DE LA POLITICA

 

En esta etapa del análisis de la implementación, una descripción cabal de la estrategia particular a ser analizada es lo que se presenta.  Esta descripción debiera incluir la historia de la política, las fuentes de apoyo para la estrategia particular adoptada, las metas y objetivos de la política, una descripción de quiénes se supone que son los principales beneficiarios, y los medios a través de los cuales se supuso que la política debía se ejecutada.



En el caso de la Education for All Handicapped Children Act. PL por ejemplo, había una década de legislación dedicada a igualizar las oportunidades educacionales para los niños minusválidos que precedí a la legislación que exigía que los estados proporcionaran una educación adecuada para todos los niños minusválidos detectados.  En el cuerpo de la legislación precediente al PL se proporcionaban programas de demostración, donaciones de incentivos para los estados, apoyo al entrenamiento y la investigación, y ayuda especial para grupos con problemas especiales tales como los sordos-ciegos.  Toda esta legislación temprana fue diseñada para alentar a los estados y comunidades locales a dar servicios totales a todos los niños minusválidos.  Cuando , después de una década, se hizo obvio que muchos niños minusválidos no estaban siendo atendidos por los sistemas educacionales locales, se introdujeron casos de tribunales o se amenazó con hacerlo y los que apoyaban una legislación adicional a nivel federal reunieron suficiente importancia como para lograr el PL 94/142.



No siempre es tan claro, como en este caso, qué cosas particulares de la legislación se pretendía lograr.  El Juez Harlan de la Corte Suprema comentó la Aid to Families With Dependent Children de la siguiente forma:


Tenemos ante nosotros un niño nacido de la unión silenciosa del compromiso legislativo.  Así, el Congreso, como lo hace frecuentemente ha expresado sus deseos en esfuerzos mudos...  El Congreso a veces legisla por insinuación indirecta.
 

No es raro ver que ciertas disposiciones menores en partes importantes de la legislación florecen hasta convertirse en nuevos programas con poca historia o filosofía explícita.  El Early and Periodic Screemogm. Diagnosis, and Treatment Program (EPSDT) caracteriza este enfoque de puerta trasera a la política:


La historia subsiguiente del EPSDT debe ser leída contra este telón de fondo... una innovación de desconocida complejidad y costo, sin un congresal auspiciador, enterrada en una ley masiva no preocupada principalmente ni con los niños ni con la salud, y programa por una administración para ser implementada por su sucesor desconocido.  (Steiner, 1976).
 

El examen cuidadoso de la historia legislativa de una política puede proporcionar una visión de los orígenes de una política particular y dar también claves en cuanto a qué problemas de implementación creó.

BASE VALORICA PARA LA POLITICA

 

En el análisis de generación de políticas discutido antes, yo esbocé la importancia de los sistemas valóricos en conflicto en la determinación de la elección de política y de los criterios para tal elección.  En el análisis  de la implementación, tratamos de hacer aparecer los valores que parecieron importantes en la decisión de adoptar la política actual.  Si la política en estudio fuera la ayuda a niños dependientes, ¿qué indica tal política en términos de los valores sociales que están implícita o explícitamente apoyados por tal política? ¿hay valores en conflicto que yacen escondidos en oposición a la política en estudio que no fueron suficientemente fuertes para impedir su establecimiento, pero que bien pueden ser suficientemente fuertes para entorpecer sustancialmente su implementación eficaz?.  El valor fuertemente sostenido de que los pobres han causado sus propios problemas y no merecen tal ayuda, si duda es relevante aquí.



Un programa de amniocentesis y de aborto a pedido puede generar gran oposición por parte de grupos locales moralmente ofendidos por tal política, que darán una pelea de tipo guerrilla política contra ella.  La base valórica debe proporcionarnos una comprensión de los mayores apoyos y mayores oposiciones a tal política.



En particular, los valores se vuelven críticos si se están asignando servicios o recursos a algunos, pero no a todos los ciudadanos.  Gran parte de la actual legislación social y de salud se centra en grupos objetos (target) de personas con necesidades especiales.  Los pobres, los minusválidos, y los ancianos han sido los receptores de muchas iniciativas de política con el valor obvio de la equidad vertical en juego.



Por otra parte, un conjunto de valores diferente debe buscarse en programas educacionales especiales para los dotados  y talentosos.  Aunque un concepto más sofisticado de "iguales oportunidades educacionales"  puede ser invocado (cada estudiante debe recibir servicios  educacionales de acuerdo con sus necesidades).  Otra razón para ayudar a los programas para los dotados a menudo se revela como "el bien de la sociedad", o la "protección de la sociedad", que serían el resultado esperado de tal programa.  En esta perspectiva, los  programas especiales para estudiantes muy dotados ayudará a protegernos de los rusos o los chinos, o el que fuere, la amenaza de siempre.  Los valores revelados en el análisis a menudo tienden a descubrir algunas de las causas para la oposición que interfiere con la implementación del programa.



El desarrollo del Plan de Educación Individual, una medida clave en la EAHCH, y el requisito para la participación parental en ese planificación, son indicativos de algunos valores poderosos en juego.  La legislación requiere que las escuelas incluyan a los padres como participantes en el planteamiento educacional para sus niños impedidos y que el plan escrito esté archivado y usado para evaluar la eficacia de la educación especial.  Los valores aquí son que los padres deben tener alguna voz en la educación de su niño excepcional y que las escuelas deben ser responsables ante el público con sus productos.

APLICACIÓN DE LA POLITICA

 

En esta etapa, el analista examina cómo la política fue puesta y transformada en acción.  Puede publicarse una ley que toque un punto en términos amplios y generales, pero tienen que hacerse interpretaciones legales para que sean comprendidas por aquellos que deben implementarla.  Por ejemplo, una política estatal ordenando la enseñanza de educación cívica por escuelas locales tendría que ser interpretada diferentemente en cada distrito escolar local del estado, o una política dirigida a proporcionar suplementos de nutrición a madres pobres podría tener que ser interpretado por funcionarios de salud de cada condado.



Algún grado de interpretación de política le toca a la agencia a cargo de administrar un programa a fin de especificar cómo la ley debe ser aplicada al nivel del gobierno.  En el caso de la legislación esta especificación habitualmente es cumplida mediante reglamentos formales escritos o directrices que gobiernan la implementación.  Así, una de las primera acciones en esta etapa del análisis de la implementación, es hacer juicios sobre cuán fielmente tales reglamentos interpretan los propósitos originales de la legislación.



El segundo, y siempre crítico, punto en la evaluación de la implementación política implica la medida o grado de cobertura de la política.  ¿El número de clientes que se supone estar recibiendo servicios, o que se supone afectados por la política, cuántos de ellos de hecho están siéndolo?.  Si la ley sugiere que todos los niños minusválidos y sus familias deben ser atendidos, entonces cuán cerca de su objetivo está la implementación de la política?.  Si se supone que una ley está para reducir o eliminar la desnutrición, entonces qué evidencia existe para apoyar el ataque de que los beneficiarios realmente han recibido cobertura.



Un ejemplo de traducción de la política a acción lo proporciona la implementación de los programas de testing de competencia con niños excepcionales.  En Noth Carolina, todos los estudiantes de onceavo grado se les exige por ley, pasar el test de competencia antes de recibir el diploma de educación media.  La Asamblea General que aprobó la ley dio poca o ninguna guía respecto a cómo pueden ser probados los niños excepcionales.  Como resultado, después de audiencias públicas, la State Board of Education decidió que todos los niños excepcionales (excepto los severamente minusválidos) darían el examen.  Entonces el State Departament of Public Instruction diseñó adaptaciones en Braile para los ciegos, escribas o proctores especiales para los minusválidos ortopédicamente, instrucciones especiales para los estudiantes sordos, etc..  La comisión del Test de Competencia de North Carolina celebró audiencias públicas a nivel estatal para examinar a los grupos interesados respecto a cómo el test estaba siendo implementado para este grupo especial.  La mayoría de las audiencias y los hallazgos de cuestionario subsiguientes, parecían indicar una aceptación general de la política tal como estaba implementado.  De hecho, la mayoría de los sistemas escolares usan ahora estas adaptaciones especiales de procedimientos de test con niños excepcionales.



Sin embargo, para muchas otras políticas, los reglamentos y otras medidas diseñadas para implementar la política pueden tener muy poca semejanza con la intención original de la política, y pueden, de hecho, servir como barrera para la implementación plena.

¿OBJETIVOS DE PROGRAMA ALCANZADOS?



El siguiente paso en el análisis es juzgar si se están alcanzando los objetivos declarados del programa.  Esta etapa es la más cercana al campo existente de la evaluación programática.  La diferencia en este caso es que el analista de políticas habitualmente sintetiza datos de evaluación existentes;  los analistas rara vez tienen el tiempo o los recursos para efectuar por sí mismo recolección de datos primarios.



Así, un nuevo programa podría ser establecido para ayudar a niños con problemas de aprendizaje a superar sus desventajas específicas a fin de llegar a ser mejores aprendices en la escuela, o un nuevo programa de centros de salud mental podría ayudar a personas con problemas de salud mental de modo que ellos puedan comportarse más eficazmente y sufrir menos ansiedad o depresión.  En cada caso, los líderes del programa pueden tener una sensación general de sus metas, pero pocos objetivos cuantificables.  La evaluación de tales programas depende, en algún grado de una clara declaración de lo que persigue la política.



Pocos programas han tenido una declaración tan explícita de propósitos como el de Seguridad Social:

1. Suplementar el seguro social como reemplazo de la renta perdida en el caso de obreros inválidos y ancianos.

2. Proporcionar apoyo de renta básico al inválido y anciano que es incapaz de trabajar y no tiene beneficios de seguro social.

3. Corregir las desigualdades y barreras para pertenecer a los programas estatales.

4. Proporcionar alivio financiero al gobierno estatal y local.

 

Sin embargo, muchas subpartes de la Ley de Seguridad Social tienen declaraciones menos explícitas de propósitos y resultados menos exitosos y necesitan ser consideradas separadamente de la legislación madre.  Uno de los objetivos del Programa de Supplemental Security Income (SSI) para niños minusválidos, un segmento de la legislación más grande de Seguridad Social, es proporcionar recursos adicionales para las familias de los minusválidos.  Sobre ese único criterio, Breen plantea serias interrogantes respecto al éxito de la implementación.


Los hallazgos empíricos confirman las hipótesis que las tasas de participación de niños en SSI son bajas y varían de un estado a otro.  Menos que el 25%  de todos los niños elegibles para el SSI nacionalmente están inscritos para los beneficios.  Las tasas de participación estatales varían desde el 7.4% en Wyoming al 57.8% en Loyisiana.

 

La evaluación de si los fondos SSI recibidos por los padres son usados adecuadamente se convierte en una cuestión difícil, dado que no hay una declaración clara que existiera respecto a la intención específica de los fondos.  Ocasionalmente, los analistas pueden establecer sus propios criterios, dejando en claro que los criterios fueron establecidos por el analista y no por el diseñados y operador del programa.

BARRERAS A LA IMPLEMENTACIÓN

 

Existen muchas barreras que pueden inhibir la plena implementación de cualquier política.  Un número de las barreras más importantes puede ser clasificado bajo cinco encabezamientos:  Institucional, Psicológica, Sociológica, Económica y Política.  La identificación adecuada de las barreras para una implementación de una política particular es especialmente importante para la formación de recomendaciones respecto a qué debe hacerse enseguida.

· Institucional.  Una barrera primaria para la implementación puede ocurrir cuando una política entra en conflicto con instituciones sociales o políticas establecidas.  En tales casos, la política puede ser activamente boicoteada por representantes de esas instituciones.  La política de salud puede zozobrar si el apoyo de los departamentos de salud pública locales no es evidente;  la política de educación puede ser minada por la resistencia encubierta de las escuelas públicas;  y servicios sociales exitosos dependen del apoyo de la profesión del trabajo social.  Un ejemplo actual de tal barrera es la resistencia  por parte de algunos sindicatos a la política de desinstitucionalización que trata ahora sacar a personas enfermas mentales o retardadas de las instituciones estatales cada vez que sea posible.  Los sindicatos se oponen a esta política sobre la base de que los trabajos de los empleados en estas instituciones, que son miembros del sindicato, se verán en peligro.

   

Una de las barreras institucionales más serias a menudo interfieren con la entrega de servicio es el procedimiento mediante el cual los clientes se han elegibles para los beneficios.  Un ejemplo notable es el laberinto burocrático que debe ser penetrado por los padres que postulan a beneficios SSI para sus niños en desventaja.  Breen ha descrito la secuencia necesaria para recibir tales beneficios:

1. Los padres deben darse cuenta de la existencia del programa mismo lo que a menudo no es tarea fácil.

2. Luego deben ir a la oficina del Seguro Social del distrito para una entrevista de pre postulación para ver si tienen la chance de cumplir con los requisitos.

3. El padre entonces debe hacer una postulación formal y gastar alrededor de 2 a 3 horas llenando los formularios adecuados.

4. Un entrevistador debe luego pasar y aprobar la eligibilidad de la familia tanto en ingresos como en invalidez.

5. Luego viene una revisión estatal que sigue este paso, y que a menudo necesita evidencia médica adicional para que certifique el niño es adecuadamente un minusválido.

6. Una revisión federal sigue entonces para verificar los datos proporcionados por el estado.

7. Si una de estas revisiones falla, se informa al padre por carta que se le niegan los beneficios SSI.

8. Si tanto la revisión estatal como federal son positivas, se envía un mensaje al U.S. Treasury.

9. El Treasury manda enseguida un cheque a los padres del niños minusválido.

 

Dadas todas estas gabelas no es de sorprender que sólo una de cada cuatro familias elegibles reciba los beneficios SSI o que un factor asociado con la proporción de familias elegibles que participan del SSI de un estado a otro es el número de las oficinas de Seguro Social en el estado.

· Psicológica.  Otra barrera a la implementación de la política puede proviene de una mala lectura de la reacción de personas que se presume reciben los beneficios de la política.  Aun cuando tales servicios estén disponibles, las actitudes de los receptores potenciales puede impedir que busquen los beneficios.  Participar en algunos programas públicos, tales como el bienestar, puede ser interpretado como degradante o auto derogatorio por parte de individuos elegibles que por lo tanto no buscan los servicios.

   

Otro ejemplo de una barrera psicológica a la implementación la ofrece el reciente énfasis en los programas parentales.  Como ilustración de esta barrera, considérese el desarrollo del Plan de Educación Individual (IEP) para niños minusválidos requeridos por el PL 94/142.  El IEP se supone que es una aventura cooperativa entre un profesor y los padres del niño, pero una evidencia sustancial indica que la introducción de los padres en la planificación educacional de sus hijos es considerado amenasante por algunos educadores que pueden encontrar maneras de evitar la participación de los padres.



Por ejemplo, la National Education Association (NEA) apoyaba un estudio que visitaba sistemas escolares seleccionados para investigar el progreso en la implementación del PL 94/442.  La NEA informó que no había evidencia de programas sistemáticos para preparar a los padres para su rol en el desarrollo o conferencia d IEP.  Otro estudio observó adicional de conferencias IEP concluyó que ellas típicamente consistían en el profesor dominando la discusión mientras revisaba un IEP ya desarrollado con los padres.  Así, parecería que ni los profesores ni los padres habían sido preparados psicológicamente para su rol en desarrollar un IEP.  Como resultado la implementación de la política de IEP parece estar haciendo agua.



De modo similar, en una encuesta de 15.000 profesionales de equipos de planificación en Connecticut, sólo dos actividades de las posibles 24 fueron elegidas como apropiadas para participación de los padres.  Estas actividades eran "entregar información al profesor" y "reunir información relevante para el niño".  Los padres eran considerados primariamente como teniendo un rol pasivo en cuanto al opuesto ser activo de los que toman las decisiones.  Podemos concluir que una política diseñada a nivel  federal para aumentar la participación y la autoridad de los padres ha sido transformada a nivel local en una nueva sesión de intercambio de información en la cual los profesores mantienen su status dominando y los padres son los receptores pasivos o los proveedores de información.  El problema aquí es la reacción de los profesores a una amenaza a su status.

· Sociológica.  En algunos casos, los que hacen las políticas pueden haber seriamente mal leído los valores culturales de los subgrupos societales que eran el objeto (target) de las políticas particulares.  Los que hacen políticas podrían proporcionar servicios de cuidado infantil cuando, de hecho, los valores culturales del subgrupo pueden ser que la madre proporcione estos servicios.  O algunas medidas especiales pueden ir contra las creencias o valores culturas de largos años y como resultado pueden ser rechazadas por los grupos receptores.

 

Muchas iniciativas políticas diseñadas para tratar problemas familiares pueden ir contra los valores importantes que sostienen subgrupos societales.  Actualmente, hay mucha preocupación entre las familias rurales y políticamente conservadores sobre los posibles efectos negativos de diversas políticas de cuidado infantil.  Hay un temor sustancial de que el cuidado diurno sea un medio de sacar a la mujer del hogar y romper así la unidad familiar tradicional.  Este temor ha hecho surgir seria oposición a cualquier programa federal o estatal que quiera subsidiar o ayudar en otra forma al cuidado infantil, ya que tal política es considerada como que alienta un patrón familiar que estos grupos encuentran inaceptables.

· Económica.  El costo de cualquier implementación de política tiene que ser considerado una barrera potencial.  El costo puede ser mayor que los recursos disponibles, y así el servicio propuesto no puede ser entregado eficazmente sin un incremento importante de la asignación de recursos.  Así, por ejemplo, una política de servicios integrales de salud a todos los ciudadanos, a fin de poder ser plenamente implementada, implicaría una reasignación importante  de los recursos de la sociedad.  El no reconocer las implicaciones de tales redistribuciones fiscales representa una razón primaria para el problema de muchas implementaciones políticas.  El no anticipar las implicaciones fiscales de legislación bien intencionada es una razón por la cual el gobierno ha ganado una reputación como que no cumple sus promesas.

 

Actualmente la implementación de la Ley de Educación para todos los Niños minusválidos, se enfrenta con tal barrera económica.  Una promesa legislativa fue hecha cuando la ley pasó por primera vez en el Congreso en 1976:  hacia 1981 o 1982 el gobierno federal estaría pagando 30-40% de los costos adicionales de educación de niños minusválidos.   Sin embargo, en el presente el gobierno federal está pagando alrededor de 12% de estos costos, y hay poca posibilidad de que el porcentaje sea aumentado significativamente en el futuro cercano.

· Política.  Dado que algunas políticas están asociadas por el partido político que dirigió su iniciación, tal identificación también puede ocasional algunas barreras.  El partido político de oposición puede desear usar un fracaso en la implementación de la política como un medio para avergonzar a sus oponentes políticos.  Para alcanzar esta meta de hostigamiento, las fuerzas políticas de oposición pueden demorar, obstaculizar o reducir los recursos disponibles a fin de garantizar una implementación menos que satisfactoria de la política.  Estas fuerzas políticas entonces pueden apuntar con burla al programa fracasado como ilustración de la ineptitud de sus oponentes políticos que iniciaron el programa.

 

A veces una política específica está basada en un punto de vista político o actitud política que la pone en medio de grupos políticos en competencia.  El concepto de los bonos, por ejemplo, en el cual se les proporciona al ciudadano individual o familia un bono para comprar servicios de parte de profesionales, es popular entre los grupos que desean ver una redistribución del poder social en las manos de los ciudadanos individuales y lejos de los grupos o burocracias profesionales.  Algunos ven esto como el equivalente social de la filosofía económica de la libre empresa y lo apoyan sobre esta base.  Sin embargo, los grupos profesionales que ven una erosión de su propia capacidad para planificar y organizar servicios encuentran inaceptables estas sugerencias políticamente y las combaten.

RECOMENDACIONES PARA LA ACCIÓN
 

Después de los seis pasos bosquejados más arriba han terminado el paso final del análisis de la implementación requiere que el analista proporcione algunas recomendaciones para la acción.  Hay tres opciones importantes que el analista tiene  al hacer estas recomendaciones.  Primero, el analista puede presentar una recomendación de no meter manos.  Esto sería generalmente el resultado si el analista concluye que la política está siendo implementada tan bien como es posible.  Aunque la implementación de la política puede ser menos que perfecta, puede hacerse un juicio de que cualquier intento de cambiar sustancialmente la situación presente podría ser contraproducente.  Así, un aumento en la eficiencia de la implementación puede obtenerse sólo mediante una reforma importante de todo el programa lo que requeriría más esfuerzo, dinero y riesgos que el que garantizaría el pequeño aumento en la eficiencia del programa.

 

Una segunda opción importante es recomendar cambios sustanciales en la política existente para hacerla más eficaz.  La naturaleza específica de la reparación debiera surgir de una análisis eficaz y preciso.  Tal reparación puede significar meramente más de un tipo de asignación de recursos, tales como un aumento en el o los programas de entrenamiento, o un conjunto de cambios que mejora la entrega de servicios o de comunicaciones entre sistemas de entrega esenciales.  Tales cambios proyectados, naturalmente, deben surgir de una delineación de los problemas específicos que han inhibido una implementación eficaz de la política en primer lugar.



La tercera opción importante implica reemplazar la política actual por alguna alternativa.  Esta es una recomendación más radical y generalmente se la considera sólo cuando existe el fracaso más manifiesto de la política. La política del "statu quo" con seguridad va a ser defendida vigorosamente por sus proponentes iniciales, al margen de los resultados de cualquier evaluación o análisis.  Sin embargo a veces una política existente parece ser tan destructiva o de producir tales consecuencias inusitadas y no anticipadas,  que un analista puede desear sugerir una reevaluación total de la decisión original de la política.



Diversas estrategias alternativas consideradas y rechazadas cuando fue puesta en vigor la política o alguna estrategia enteramente nueva puede reemplazar a la política difunta.  Las medidas de leyes en obsolescencia en que diversos programas automáticamente dejan de existir a menos que alguna acción deliberada se inicie para salvarlas mediante un cuerpo legislativo, es una reconocimiento del hecho que muchas políticas tienden a extenderse mucho más allá de su tiempo útil límite.  La inercia de la política misma, más el compromiso de adherentes que se están beneficiando de alguna manera con la política pueden hacer que hasta la política más inútil tenga suficiente apoyo político como para empujarla mucho más allá del tiempo que merece.

ROLES DEL ANALISTA DE POLÍTICAS

 

Queda una cuestión final:  ¿Qué rol debiera jugar el analista para ver que sus recomendaciones sean adoptadas?  Gallagher ha hecho notar que hay tres roles bastante distintos que actualmente son desempeñados por analistas.  Primero, el analista puede funcionar como un técnico.  En este rol, el analista primariamente recolecta y organiza información para ayudar  al que toma las decisiones a lograr mejores elecciones.  El analista trata de evitar mostrar preferencias personales en materia de política basándose en que esto se extendería más allá de su mandato, y tal papel de abogado podría arrojar dudas sobre la objetividad de sus informes.



El primer generalmente sería desempeñado por una ayudante o algún funcionario de nivel inferior a un hacedor de políticas.   La información sobre opciones de cuidado infantil o diferentes modos de financiamiento, por ejemplo, serían presentadas sin ningún juicio de parte del analista, fijando claramente la responsabilidad de la decisión del analista, fijando claramente la responsabilidad de la decisión en  el que hace la política.  Muchos hacedores de políticas prefieren este modelo y no les gusta que el analista intente presentar su propia elección de las opciones más deseables.



El segundo rol encuentra el analista sirviendo como consejero.  En este rol, el analista tiene la obligación de desplegar la gama total de opciones y alternativas al que hace la política e indicar las consecuencias probables, las no buscadas o externalidades de cada alternativa.   Además, se espera que el analista ha juicios de valor respecto a la mejor proposición o estrategia.  Tales juicios parecen ser bien recibidos cuando hay un acuerdo sustancial entre el sistema de valores del analista y el del que toma la decisión.



En este rol, por ejemplo, las opciones de cuidado infantil son presentadas con sus ventajas y desventajas, pero el analista se siente libre para recomendar la opción que parece resultar mejor después  del análisis, siempre dando lugar a que el que toma la decisión pese todas las opciones y llegue a un juicio diferentes.



En el tercer rol, el analista de políticas plantea su función como un abogado defensor.  En este rol, se considera a los analistas como responsables de llegar a mentas sociales deseables.  Su íntimo conocimiento de los problemas y estrategias sociales para resolver problemas los obliga, en su opinión, a entrar en el campo de la política como vigorosos apoyadores del "mejor" procedimiento.



Para que tal rol sea eficaz, las bases de la tendencia del analista deben ser evidentes desde el principio de modo que nadie se sorprenda de las interpretaciones de los datos.  A veces, por ejemplo, el analista ha tenido gran cantidad de experiencia profesional al defender un aumento en los fondos de cuidado diurno o aumento de las oportunidades de empleo para mujeres.  Dado que todos conocen la tendencia el analista tiene una responsabilidad especial de asegurarse de que los datos y otras informaciones no sean distorsionadas por su tendencia o propensión personal;  de otro modo, es probable que el análisis convenza sólo a aquellos que ya apoyan la posición defendida.



Todos estos enfoques pueden ser observados en el uso diario.  El consumidor de política estudia necesidades para saber cuáles de estos roles está desempañando el analista.  Pero ¿cómo puede uno garantizar la objetividad de estos informes? ¿Es verdad que el analista son "pandilleros" dedicados a encontrar la respuesta más deseada por sus empleadores?.  Podemos buscar en ciencias más antiguas para encontrar una respuesta a este problema.  Al hacerlo, encontraremos que la impresión pública de la objetividad de los científicos está bastante equivocada.



Ciertamente, hay pocos abogados más apasionados que los científicos respecto a sus propias convicciones.  Sin embargo, la objetividad científica deriva del proceso -el método científico- y no de algún esfuerzo sobre humano de parte de los científicos de ignorar sus propias tendencias o propensiones.  Necesitamos una metodología similar en el análisis de políticas para que se produzca la objetividad que no puede ser proporcionada por los analistas de política mismos.



La rápida emergencia o surgimiento y el continuo desarrollo del campo del análisis de políticas hacen seguro que los modelos de análisis presentados en este capítulo sean reemplazados por modelos más eficientes.  Estas "etapas del análisis" han sido presentadas con poca confianza en su permanencia, pero con la confianza de que los pasos en la dirección de sistematizar el proceso analítico son una necesidad fundamental hacia la estabilización de un campo impresionista, a menudo caótico.



No debiéramos consolarnos por el hecho de que el análisis de políticas sea actualmente más un arte que una ciencia.  Eso meramente significa que se conoce tan poco o hay tan poco sistematizado que los profesionales individuales deben respaldarse en su intuición y recursos creativos.  Va en el mejor interés de tanto aquellos que hacen los análisis como de aquellos que esperamos que los usen, que tomemos nosotros los pasos necesarios para hacer avanzar el campo en la dirección de las ciencias tan rápidamente como sea posible.
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